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INTRODUCCIÓN


 

Este libro busca repensar la tradición constitucional hispanoamericana a dos siglos de la Constitución española de 1812 —uno de los primeros y más influyentes documentos jurídicos del liberalismo moderno en Europa y América. A diferencia de otras cartas magnas producidas en el espacio europeo tras la caída de Napoleón, el texto gaditano, tanto en su concepción como en su aplicación, tuvo una importante presencia en Hispanoamérica, que no se limitó a los dos periodos de su implementación: 1810-1814 y 1820-1823. Los constituyentes americanos y peninsulares que hace doscientos años se reunieron en el puerto de Cádiz no sólo sentaron las bases del Estado moderno a ambos lados del Atlántico, sino que inauguraron una rica tradición de pensamiento político y jurídico que llega hasta nuestros días. Las constituciones, además de documentos que condensan la institucionalidad y la legalidad de un país, son cristalizaciones de diversas maneras de concebir la sociedad y el Estado. En este sentido, los distintos trabajos que componen esta obra ofrecen un mapa para descifrar el itinerario constitucional de las naciones que se desprendieron de la monarquía católica española y que adoptaron la forma republicana de gobierno a partir de la tercera década del siglo XIX. Un itinerario que atravesó una serie de estaciones doctrinales y políticas a lo largo de dos siglos y que en nuestros días vive uno de los más intensos reajustes de esa historia bicentenaria.

Es bien sabido que, luego de los primeros intentos del constitucionalismo republicano, entre 1810 y 1830, los nacientes Estados hispanoamericanos se vieron inmersos en largos periodos de guerras civiles, fracturas territoriales y regímenes autoritarios, que culminaron con la reestructuración constitucional de los mismos. En la mayoría de ellos se impuso el modelo constitucional del liberalismo decimonónico y en unos pocos se implementaron cartas magnas conservadoras. Las llamadas “repúblicas de orden y progreso”, de fines de aquella centuria, incorporaron elementos positivistas a la concepción del derecho constitucional en Hispanoamérica y dieron un impulso final a la codificación jurídica del orden liberal. Fue esta la plataforma legal y política que impugnaron, desde las primeras décadas del siglo XX, los movimientos y organizaciones nacionalistas que nutrieron las revoluciones y los populismos latinoamericanos. Desde México hasta Brasil, desde Venezuela hasta Argentina, pasando por los países centroamericanos, caribeños y andinos, varias generaciones de revolucionarios y populistas latinoamericanos defendieron la recodificación constitucional del liberalismo decimonónico, heredada de Cádiz, por medio de la introducción de mecanismos redistributivos de los derechos sociales como las reformas agrarias, el control de los recursos naturales por parte del Estado, la alfabetización y la urbanización.

Contrario a lo que generalmente se piensa, los populismos y las revoluciones latinoamericanas del siglo XX no fueron procesos sociales y políticos ajenos a la tradición constitucionalista, pues no buscaron ni lograron deshacerse totalmente de las bases del gobierno representativo y de los derechos civiles y políticos, consagrados en Cádiz. La gravitación de esos referentes es todavía poderosa en los procesos constitucionales que está viviendo la región en la última década, especialmente a partir de las constituciones de la nueva izquierda latinoamericana: la venezolana de 1999, la ecuatoriana de 2008 y la boliviana de 2009. Esta presencia de la tradición también es evidente en la consolidación de las cortes supremas como intérpretes y garantes de los principios consagrados en las distintas cartas constitucionales de la región. Si bien la actuación de estos tribunales no ha estado exenta de errores, su mera continuidad y fortalecimiento son signo de una voluntad concreta de hacer efectivo el Estado de derecho. De esta manera, a doscientos años del constituyente gaditano, contamos ya con un caudal de filosofías, experiencias e instituciones que pueden servir de base para ensayar nuevos modelos constitucionales aptos para enfrentar los múltiples retos del siglo XXI.



La primera sección del libro, centrada en los orígenes y raíces intelectuales del primer constitucionalismo hispano, abre con una contribución de José María Portillo, quien intenta identificar los elementos propios de la cultura constitucional que se gestó en “ambos hemisferios” de la monarquía a partir de 1808. Su análisis distingue primero una vertiente que buscaba recuperar y reformar la “constitución histórica” de la monarquía, seguida y rebasada por un debate más amplio acerca de la ciudadanía, la configuración territorial de la monarquía y la identidad católica de la nación. Siguiendo la interpretación de María Teresa Calderón para el caso argentino, Portillo observa que, ante la crisis planteada por la ausencia del monarca español, el imperio se transformó súbitamente en una federación de pueblos y provincias regidas por juntas de autogobierno para derivar finalmente en la creación jurídica de “naciones”, entendidas como “sujetos morales colectivos” dotados de independencia y capacidad soberana para instituir el orden político. Así, el capítulo de Portillo concluye identificando la paradoja central del primer constitucionalismo hispano: si por un lado presenta un protagonismo original y radical de los pueblos, por el otro se distingue por la búsqueda de un sujeto “nacional” identificado como super omnia. En otras palabras, se trata de un constitucionalismo que difícilmente se inscribe en la lógica centralizadora y excluyente del Estado-nación.

En el siguiente capítulo, Roberto Breña revisa críticamente la historiografía contemporánea sobre la “explosión constitucional” y el primer liberalismo hispano. En primer lugar, Breña advierte que muchos historiadores de este periodo tienden a subsumir las revoluciones hispánicas dentro de una “revolución de amplio espectro… que, supuestamente, arrastró a todo el mundo atlántico” entre 1775 y 1825. En su opinión, dicho enfoque ha logrado aportaciones importantes en temas como el comercio, la esclavitud y la migración, mas no así en lo relativo a la historia política e intelectual, campos en los cuales se asume con frecuencia una especie de discurso revolucionario homogéneo que oculta la complejidad de las adaptaciones locales y soslaya las ambigüedades de los principios constitucionales compartidos. En este sentido, Breña también lamenta el peso excesivo que se ha atribuido a las doctrinas e instituciones políticas como factor de cambio histórico, pues si bien la proliferación de cartas constitucionales marca una revolución político-ideológica de primera magnitud, su incidencia concreta sobre las prácticas sociales y políticas no fue tan profunda como se cree.

El capítulo de Catherine Andrews rescata las críticas del modelo gaditano inspiradas en el liberalismo anglosajón, concretamente en los “federalistas” norteamericanos y en los defensores británicos de la “constitución equilibrada”. Como bien observa Andrews, pensadores tan diversos como José María Luis Mora, Francisco Sánchez de Tagle y Lucas Alamán atribuyeron el “asambleísmo” del modelo gaditano a la imitación irreflexiva de las constituciones del jacobinismo francés. Aunque en su momento fueron tachados como “conservadores” o incluso “reaccionarios”, estos autores favorecían en realidad un modelo “alternativo” de división de poderes que conciliara las libertades individuales con el gobierno efectivo. Andrews ilustra esta afirmación mediante el estudio de algunos proyectos constitucionales que salieron a la luz durante los primeros años del México independiente, como las convocatorias a elecciones al Congreso Constituyente de 1821, el proyecto de constitución que presentó José Antonio Valdés en 1822, y otros más relacionados con la reforma de la carta federalista de 1824. Tomando a Lucas Alamán como ejemplo representativo, Andrews observa que su caracterización del modelo norteamericano era más cercana a la práctica constitucional británica que a la carta de Filadelfia de 1787, con lo que invita a una exploración más minuciosa de la difusión hispanoamericana de autores e ideas del Atlántico anglosajón.

En el último capítulo de esta sección, Adriana Luna-Fabritius retoma la invitación de Catherine Andrews a investigar las distintas variantes del liberalismo que circularon en Hispanoamérica durante los primeros años de vida independiente. Específicamente, este capítulo aborda el modelo representado por Gaetano Filangieri, máximo exponente de la Escuela de Economía Política Napolitana en su obra la Ciencia de la Legislación. Luna-Fabritius ubica el pensamiento de Filangieri en una discusión filosófica más amplia acerca del hombre como un ser naturalmente egoísta, pasional y limitado, una concepción antropológica nutrida por la revolución científica y que hizo evidente la insuficiencia del viejo lenguaje del derecho natural. Acto seguido, la autora vincula esta discusión con el desarrollo de la “economía política” y los intentos de sustituir la cultura jurídica del Antiguo Régimen por otra basada en el constitucionalismo y la codificación de las leyes. Luna-Fabritius observa que los países hispanoamericanos fueron parte indiscutible de este proceso de transición jurídica, y que, en esa medida, también recurrieron a las propuestas teóricas de los napolitanos, quienes gozaron de una ventajosa difusión en el Nuevo Mundo gracias a su pertenencia a la monarquía hispánica.

Mientras que la primera sección del libro aborda fundamentalmente la historia intelectual del naciente constitucionalismo hispanoamericano, la segunda está dedicada a la práctica cotidiana del gobierno y la justicia constitucional en el siglo XIX, utilizando a México como nuestro referente y estudio de caso. La premisa común a los cuatro trabajos que integran esta sección es que las constituciones cobran vida mediante su discreta aplicación al caso concreto, ya sea en los litigios que involucran intereses concretos de los ciudadanos y el Estado, ya en las coyunturas políticas que revelan con claridad los límites y la flexibilidad de la ley fundamental como instrumento de gobierno. Como explica Carlos Bravo, es indudable que las circunstancias “interpelan a la Constitución cotidianamente”, lo cual no implica que ésta sea texto y teoría nada más: “es, si acaso, un marco imperfecto, problemático pero más o menos efectivo, que distribuye facultades, que pone límites, que estructura el conflicto”. A contracorriente de la historiografía que ve en el siglo XIX como una época de anarquía y de caudillos, los cuatro trabajos que integran esta sección muestran entonces una historia ininterrumpida de conflictos y procesos políticos que se desenvolvieron dentro de los cauces de la república constitucional, mostrando así la fortaleza y también los múltiples desafíos de la misma.

El trabajo de Andrés Lira cubre los primeros años de la república federal, mediante el estudio de tres litigios derivados de la confiscación arbitraria de patrimonios hereditarios. Como observa el autor, la Constitución Federal mexicana de 1824 recogía preceptos “admirables” en cuanto a la representatividad de los poderes públicos y la delimitación de los poderes del Estado, pero carecía de instancias adecuadas para atender las quejas de los particulares frente a los abusos cometidos por las legislaturas y los gobernadores. Esta “inconsecuencia” implícita en la propia Constitución llevó a que los litigantes recurrieran frecuentemente a los poderes Ejecutivo y Legislativo, o incluso a la opinión pública, en busca de una solución justa a sus pretensiones. Esta experiencia también llevaría más tarde al paulatino diseño de mecanismos judiciales para proteger los derechos garantizados por la Constitución, como el juicio de amparo.

El siguiente capítulo, a cargo de Pablo Mijangos, analiza los múltiples obstáculos que enfrentó la protección judicial de los derechos durante la primera mitad del siglo XIX, enfatizando la difícil coexistencia de los jueces civiles con los tribunales y autoridades eclesiásticas, las cuales, amparándose en sus derechos corporativos, solían burlar con facilidad las leyes del Estado. Mijangos ilustra este problema mediante la historia del jurista michoacano Manuel Teodosio Alvírez, quien fungió como ministro y presidente del Supremo Tribunal de Justicia de Morelia entre 1838 y 1857. Mejor conocido por su agria disputa con el obispo Clemente de Jesús Munguía respecto a la licitud del juramento de la Constitución de 1857, Alvírez fue uno de los primeros en afirmar el monopolio estatal de la interpretación y defensa de la Constitución, una tarea que no se antojaba sencilla aun después de la separación Iglesia-Estado y el triunfo liberal en la guerra de Reforma. Enfrentado a la excomunión religiosa y a la cruda lógica del poder encarnada en los caudillos militares del partido liberal, Alvírez optó por sacralizar su autoridad como juez, presentándose como el nuevo Mesías que habría de restaurar la vigencia de la soberanía y las libertades cívicas en México.

A continuación, Carlos Bravo Regidor reinterpreta la disputa en torno a la convocatoria de 1867 como un episodio sintomático de la dificultad político-constitucional que sobrevino a la caída del Segundo Imperio. Concebida como una tentativa plebiscitaria, la convocatoria representó un intento mediante el cual Benito Juárez trató de aprovechar la inercia de la “épica” de la guerra civil con el propósito de reformar la Constitución y fortalecer el poder del presidente. Sin embargo, el fin del conflicto armado fue a su vez el fin de la coalición encabezada por Juárez, lo cual desfondó rápidamente la apuesta juarista y le impuso al presidente, en cambio, una “política de la paz” muy distinta de la que anticipaba en un principio la victoria del partido liberal. El capítulo de Timothy M. James, por último, ofrece una inteligente reinterpretación de jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia entre 1861 y 1910. A contracorriente de otros historiadores de la dictadura porfiriana, James disputa que el juicio de amparo fuera un instrumento exclusivo de las clases altas, o que favoreciera solamente a los amigos del presidente. Por el contrario, su ensayo ofrece evidencia de un “uso popular” del amparo contra los abusos más insoportables del régimen: entre 1887 y 1907 el Poder Judicial Federal conoció cerca de 57,000 juicios de amparo, buena parte de los cuales se solicitaron contra detenciones arbitrarias, resoluciones de deslinde y fraccionamiento de tierras comunales, y actos de reclutamiento forzoso o “leva”. Asimismo, James demuestra que, mediante la interpretación extensiva del artículo 14 constitucional, la Suprema Corte logró crear una cierta homogeneidad en la interpretación y aplicación de los derechos de propiedad, lo cual favoreció a su vez la consolidación de un marco jurídico uniforme para el incipiente capitalismo industrial mexicano.

La tercera sección del libro estudia las transformaciones que introdujeron las revoluciones y los populismos del siglo XX en el constitucionalismo hispanoamericano, de nuevo mediante el análisis de algunos casos emblemáticos: la Revolución Mexicana, su influencia en el constitucionalismo regional, el peronismo argentino, la Revolución Cubana y su impacto en la ideología de la izquierda latinoamericana. Desde luego, estas experiencias constitucionales no fueron las únicas que produjeron los movimientos nacionalistas y populares del pasado siglo, pero sí algunas de las más representativas. Es de notarse que la historiografía política de las revoluciones y los populismos del siglo XX latinoamericano ha puesto sus mayores énfasis en las movilizaciones populares, las reformas agrarias, los vínculos carismáticos con los caudillos, el corporativismo o los grandes programas de desarrollo social. Un aspecto tan central de esas experiencias, como los ajustes constitucionales de la tradición liberal decimonónica, se ha visto relegado por la falsa premisa de que las revoluciones y los populismos carecían de sus propios procesos de construcción de una legitimidad jurídica. Aquellos proyectos políticos, sin embargo, llegaron a establecer modelos constitucionales que desplazaron o compensaron la referencialidad del liberalismo y cuya influencia es tangible, todavía, en nuestros días.

En el capítulo dedicado a la Revolución Mexicana, Luis F. Barrón vuelve sobre la debatida cuestión agraria en la Constitución mexicana de 1917, para señalar que su propuesta de “justicia social” se definió dentro de una dialéctica de continuidad y ruptura con el liberalismo decimonónico. Recuerda Barrón que tanto el artículo 27 constitucional como la legislación agraria de los gobiernos de Venustiano Carranza, Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles, en los años veinte, no rebasaron los límites del planteamiento liberal del tema, heredado de la Constitución de 1857. En el reverso de esta dialéctica de continuidad y ruptura, Pablo Yankelevich documenta el impulso que la Revolución Mexicana, especialmente por medio de su énfasis en la reforma agraria, la educación popular, el Estado laico y la autodeterminación nacional, dio a las izquierdas nacionalistas y antiimperialistas latinoamericanas en la primera mitad del siglo XX. Con independencia de la moderación con que avanzaron las políticas redistributivas de la Revolución Mexicana, el impacto simbólico e ideológico de esta última en América Latina contribuyó al cuestionamiento constitucional de los estados liberales de la región.

A partir de un caso bien ubicado en esa estela de cuestionamientos, el peronismo argentino, Gabriel L. Negretto explora la modalidad constitucional desarrollada por el populismo latinoamericano a mediados del siglo XX. Su trabajo se asienta en la premisa de una compleja “tensión” entre populismo y constitucionalismo: mientras que el primero se funda en la regla de la mayoría como principio rector de las decisiones colectivas, el constitucionalismo se asocia al liberalismo político, que pone énfasis en la protección de las libertades individuales por medio de la limitación del poder. Así, Negretto presenta la Constitución peronista de 1949 como un arquetipo del modelo populista, que emerge en coyunturas de crisis del sistema tradicional de partidos y que refuerza, a su vez, las dimensiones plebiscitarias, presidencialistas y centralizadoras del gobierno representativo, en detrimento de los procesos deliberativos, parlamentarios y descentralizadores de las democracias. Ese modelo del populismo constitucional, concluye Negretto, gravita sobre algunas experiencias constitucionales de la izquierda latinoamericana contemporánea.

Al final de esta sección, Rafael Rojas analiza la Constitución socialista cubana de 1976, reformada y ratificada en 1992 y 2002, y sugiere que la misma, a diferencia de la mexicana de 1917, tuvo escasa ascendencia sobre el constitucionalismo hispanoamericano. Algunas constituciones de la izquierda latinoamericana de las últimas décadas, como la nicaragüense de 1987, la venezolana de 1999, la ecuatoriana de 2008 y la boliviana de 2009, preservan buena parte del registro de derechos civiles y políticos, propio de la tradición liberal, y avanzan en la dotación de nuevos derechos, no reconocidos por la Constitución cubana. La “soledad” de esta última, argumenta Rojas, tiene que ver con su ruptura radical con el liberalismo desde una concepción “marxista-leninista” del derecho y el Estado.

El análisis de las constituciones de la izquierda latinoamericana da pie al debate sobre multiculturalismo, Estado Plurinacional y constitucionalismo que sostienen Rodolfo Vázquez, José Antonio Aguilar y Bartolomé Clavero en la sección siguiente. A través de tres casos judiciales concretos, uno colombiano, otro mexicano y uno más, argentino, Vázquez revisa los ajustes que han experimentado las democracias constitucionales en las dos últimas décadas latinoamericanas. Los avances y retrocesos de la justicia regional frente a demandas a favor del reconocimiento de derechos indígenas o comunitarios, de la tolerancia religiosa o de la justicia retroactiva por crímenes del pasado, son ubicados por Vázquez en el contexto de la difusión de nuevas “filosofías públicas” en la región: las teorías libertarias (de corte más bien conservador), las teorías comunitaristas y el liberalismo igualitario o republicanismo cívico, siendo este último el que, a su juicio, ofrece el sustento más sólido para la construcción de Estados sociales y democráticos de derecho.

Siguiendo una vía distinta de interpretación, Bartolomé Clavero propone una valoración positiva de las constituciones ecuatoriana de 2008 y boliviana de 2009, como documentos que avanzan notablemente en la dotación de derechos comunitarios y multiculturales. El profesor de la Universidad de Sevilla no duda en asegurar que dichos procesos, impulsados por los gobiernos de Rafael Correa y Evo Morales, están creando “un nuevo paradigma constitucional”, por medio de la reconstitución de Estados plurinacionales en América Latina. Clavero, sin embargo, advierte que es incorrecto establecer una continuidad simple entre el proyecto bolivariano de Hugo Chávez y la Constitución de 1999, en Venezuela, y las últimas constituciones andinas. En una línea interpretativa discordante, José Antonio Aguilar propone un serio cuestionamiento de la idea de que en América Latina se está produciendo una revolución constitucional, encabezada por los gobiernos bolivarianos. Según Aguilar, la oferta constitucional del multiculturalismo es pobre y no sólo no rebasa la tradición liberal sino que, unas veces, la complementa y otras, la revierte. Las nuevas constituciones, concluye Aguilar, no representan un “movimiento progresista hacia una forma más profunda de democracia”, sino una “regresión autoritaria”.

Los casos judiciales examinados por Rodolfo Vázquez y José Antonio Aguilar demuestran el protagonismo constitucional que han adquirido los tribunales y las cortes supremas en décadas recientes. Es por ello que esta última sección termina con tres ensayos dedicados a este tema. El primero, a cargo de Andrea Pozas-Loyo, analiza la concepción que los jueces latinoamericanos tienen de su papel en una democracia constitucional, a partir de un estudio sistemático de varios casos en que se disputa la constitucionalidad de una reforma al propio texto de la Constitución. Según Pozas-Loyo, este tipo de casos son particularmente reveladores, en tanto obligan a los jueces a clarificar qué entienden por “constitución” y cómo conciben su relación frente a los poderes que representan la voluntad popular. En el mismo tenor, Ana Laura Magaloni explora cuál ha sido el papel de la Suprema Corte de Justicia mexicana en el proceso de “transición jurídica” desatado por el cambio democrático. La autora considera que, a diferencia de los tribunales supremos colombiano y español, nuestra Suprema Corte fue configurada en 1994 como una institución encargada de “encontrar un equilibrio entre el pasado y el futuro, entre la continuidad con el paradigma de interpretación constitucional propio del pasado autoritario y el cambio de paradigma y de retórica jurídica propio de la nueva democracia”.

Según Magaloni, esta insalvable tensión entre cambio y continuidad ha inhibido decisivamente el impacto que podrían tener las decisiones de la Suprema Corte. Una perspectiva diferente se aprecia en el capítulo de Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien como ministro presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia ha participado directamente en la elaboración de una nueva jurisprudencia garantista, centrada en la protección de los derechos fundamentales y en la defensa de la “normalidad constitucional”, aun en situaciones apremiantes como la del México actual. Con cierto optimismo, Zaldívar subraya que las reformas constitucionales de junio de 2011 —que introdujeron el nuevo juicio de amparo y un nuevo “bloque de constitucionalidad” en el que se incluyen los derechos humanos de fuente internacional— han creado un “nuevo paradigma constitucional” y una nueva forma de entender el derecho, la abogacía y la función jurisdiccional. En este sentido, la Suprema Corte de Justicia y los poderes judiciales tendrán que asumir un mayor protagonismo en la transformación de nuestra cultura política, pues a los tribunales corresponde vigilar que los poderes públicos promuevan “el desarrollo, la defensa, el respeto y la garantía de los derechos humanos”, según los principios consagrados por el nuevo texto del artículo 1 constitucional.



El bicentenario de la Constitución de Cádiz se produce en un momento de notable pluralización ideológica y política en América Latina. A la par de las transiciones democráticas, la vida pública de la región enfrenta nuevos problemas globales como el narcotráfico, el terrorismo, la emigración, la corrupción o la inseguridad. En esta nueva coyuntura, el orden constitucional y jurídico deberá responder a tales desafíos sin limitar la autonomía de los poderes judiciales ni el registro de derechos humanos que garantiza el sistema democrático. En este sentido, los distintos ensayos que componen este libro son una invitación a pensar los retos del siglo XXI, a partir de una tradición constitucional bicentenaria cuya vitalidad está fuera de duda. Si bien los retos de hoy son distintos y tal vez más complejos que los de ayer, creemos que el conocimiento de los problemas y las soluciones ensayadas en el pasado pueden ofrecernos algunas claves indispensables para imaginar un Estado de derecho viable en la región.



ADRIANA LUNA, PABLO MIJANGOS Y RAFAEL ROJAS
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CÁDIZ ENTRE CONSTITUCIONES[*]

José M. Portillo Valdés


 

Como advirtió hace más de dos décadas Bartolomé Clavero en sendos ensayos, si la historia constitucional de España arrancó con la crisis de la monarquía, la del constitucionalismo debe rastrearse en una cultura política que desde las décadas finales del siglo anterior venía advirtiendo de la necesidad de una regeneración constitucional de la monarquía.[1] No estaba de más la advertencia, pues, de la mano del texto más influyente en la historiografía española del momento, era común tomarse el periodo 1808-1812 como el de un nacimiento endógeno del constitucionalismo.[2] El contraste tocquevilliano, sólo en parte, adoptado por Miguel Artola entre Antiguo Régimen y revolución liberal, se matizaba así desde la historia del constitucionalismo como cultura y de las constituciones como su producto. Esta perspectiva ha permitido recientemente aflorar una interpretación más matizada del momento constitucional que se abrió en la monarquía española como consecuencia de su crisis. Carlos Garriga y Marta Lorente, en un reciente libro prescindiendo de la rigidez que impone el contraste entre Antiguo Régimen y revolución liberal, han ensayado una lectura diversa de Cádiz, uno de los primeros textos constitucionales que se produjeron en la larga crisis monárquica española desde 1808 y hasta 1826. La constitución (la de Cádiz, pero también otras tantas) sería más un momento de llegada de la cultura del constitucionalismo ilustrado que un punto de arranque del Estado liberal.[3]

En efecto, el primer constitucionalismo asentado en textos constitucionales en el Atlántico hispano nació volcando en ellos buena parte de una cultura que se había ido gestando en las décadas precedentes acerca del “buen gobierno” y de las “reformas necesarias” en la monarquía.[4] Por esa vía de la reforma monárquica estaba transitando una parte en absoluto desdeñable de la opinión política española, descubriendo en la economía política un ámbito de reflexión sobre los derechos y en la filosofía moral un espacio para la conceptualización del ciudadano católico.[5] Tanto Victorián de Villava, en la última década del setecientos, como Francisco Martínez Marina en la segunda del XIX, constataron que en la monarquía española los cambios de envergadura constitucional sólo se habrían de producir asistidos por algún hecho extraordinario en la misma. El primero de ellos, muerto en 1802, no llegó a conocer el inaudito trance en el que el rey y el Príncipe de Asturias cedieron sus derechos dinásticos a un soberano extranjero. El segundo, que padeció en carne propia el retorno de Fernando VII en 1814, vio en ese hecho la culminación de un proceso de deterioro por parte de la monarquía de tal dimensión que activó la regeneración constitucional de Cádiz. Así, aunque ambos intelectuales parecían confiar poco en las posibilidades de una revolución activada al interior de las sociedades hispanas, no descartaban que la misma pudiera inducirse en un mundo que estaba cambiando en su aspecto político de manera acelerada desde 1776.

Así ocurrió finalmente, como es sabido. Aquellos sucesos extraordinarios a que se referían Villava y Martínez Marina se sucedieron vertiginosamente entre octubre de 1807 y mayo de 1808: se consintió la entrada de un ejército extranjero en la monarquía, el Príncipe de Asturias llegó al trono por medios violentos, toda la familia real, menos un excluido de la sucesión, se trasladó a suelo extranjero (justamente el del soberano que con sus tropas entraba en España) y, finalmente, le hacían cesión irregular de todos sus “derechos sobre España e Indias”. Aunque hubo en principio una intención de mantener a través de la figura de la tutela y el depósito la vinculación entre el monarca “cautivo” y la soberanía, al final, la crisis derivó en una crisis constitucional.[6] Del Centinela contra franceses —el difundido texto escrito por el erudito catalán Antonio de Capmany interpretando en 1808 la crisis como un efecto de una actuación despótica exterior— se transitó en esos años a la Teoría de las Cortes —el trabajo que ocupó en esos años a Martínez Marina y que entendía la crisis ante todo como efecto de un despotismo interior. La interpretación de Capmany requería, y así lo hacía su texto, que cada español fuera un Cid y cada provincia de España una Numancia. Con la espada o con la letra de molde, decía el catalán, cada español debía ser en aquel momento un soldado contra el violador del ius pubblicum de Europa. La interpretación de la crisis que da como fruto la obra mayor de reflexión constitucional de esos años, Teoría de las Cortes, consideraba, sin embargo, que la crisis requería de una reencarnación de un sujeto bien distinto: la nación española. Digo “reencarnación” a propósito, porque tanto el erudito asturiano como otros muchos de sus contemporáneos creyeron firmemente que ese “sujeto nacional” había existido históricamente y había sido liquidado por el despotismo. No es casual que numerosos textos de la época utilizaran términos como “catarsis” o “galvanización del cadáver nacional” para referirse a ese momento en que la nación aprovechaba la crisis de la monarquía para regenerarse constitucionalmente.

Es hacia mediados de 1809 cuando se produjo decisivamente un tránsito fundamental que implicó comprender que la crisis no sólo se dirimía en el ámbito del derecho de gentes, sino también en el del derecho público interno de la monarquía. En enero de ese año la Junta Central de España había tomado conciencia de la amplitud atlántica de la crisis, después de haber dado por bueno un acto tan ilegal como el ocurrido en septiembre de 1808 en México y verse acosada por la Grand Armée con el emperador de Francia al frente. En abril, ese mismo gobierno decidió abrir el debate sobre la reforma constitucional de la monarquía en una apelación general que requería de cualquier corporación o persona de la monarquía, de sus opiniones sobre el modo de gestionar la crisis y la creación en su seno de una comisión específica —llamada Ceremonial de Cortes— para digerir toda la ingente información que fue llegando al respecto.[7] Fue en ese proceso conformándose no sólo una cultura, sino también una práctica del constitucionalismo que, en la transposición del derecho de gentes al público, acabó dando numeroso fruto.

Aunque la variedad de ensayos constitucionales fue ciertamente notable, corriendo desde la posibilidad de formación de repúblicas independientes a distintas formas de autonomía, desde 1809 se fue conformando una cultura de la constitución común en el espacio del Atlántico hispano. Bien fuera desde una idea de recuperación y reforma de una constitución histórica, bien desde un ejercicio plenamente constituyente, el hecho es que existieron respuestas bastante comunes a algunas cuestiones de fondo. La relación entre vecindad y ciudadanía a través de la demarcación parroquial, la ubicación del territorio en la nación a través de formas de autogestión provincial, la supremacía del sujeto nacional que deriva en un acusado republicanismo y la relación entre identidad nacional y religión católica son elementos que caracterizan ese primer constitucionalismo hispano. No es casual, desde luego, que estuvieran también presentes entre las previsiones que hacían los proyectistas constitucionales de finales de la centuria anterior.



Los lenguajes políticos fueron realmente compartidos en ese espacio que dejaba la monarquía, a medida que se iba deshaciendo, para el debate constitucional. Sus asuntos esenciales fueron una y otra vez debatidos y trasladados a textos constitucionales, algunas veces por los mismos arquitectos ante distintos edificios. Cuando se debatía el Acta Constitutiva de la Federación en el México postimperial, uno de los asuntos que más entretuvo a los diputados constituyentes fue la definición de los estados que componían la federación como entes independientes, libres y soberanos. José María Cabrera, diputado por Michoacán, mostró, como otros destacados colegas de aula como Servando Teresa de Mier o Carlos María Bustamante, su oposición al uso del término “soberanos”, pues entendía que era atributo predicable exclusivamente de la nación: “todos convienen en que en una nación la soberanía es precisamente una universal e indivisible si es que se ha de conservar la unidad, la integridad y la existencia política de la nación”. Adornaba su posición con un razonamiento filológico que remitía el término “soberanía” a una raíz compuesta de super y omnia “como el más a propósito para formar concepto de ella en pocas palabras”.[8] Doce años antes se había valido del mismo recurso el joven conde de Toreno cuando en las Cortes de Cádiz argumentaba en favor del artículo del proyecto de constitución que afirmaba residir esencialmente la soberanía en la nación: “Así me parece que queda bastante probado que la soberanía reside en la nación, que no se puede partir, que es el super omnia (de cuya expresión se deriva aquella palabra) al cual no pueden resistirse, y del que es tan imposible se desprendan los hombres y lo enajenen, como de cualquiera de otras facultades físicas que necesitan para su existencia”.[9] Una muy pobre etimología servía en ambos casos para mostrar la potencia con que se quería presentar al nuevo sujeto político, la nación, el cual servía tanto en un contexto declaradamente federal como en otro que, también por boca justamente del joven Toreno, rechazó expresamente esa forma de organización.

El resultado en Cádiz fue una declaración sobre la asociación entre nación y soberanía que recogía, en parte, la afirmación del artículo 1, título 3 de la Constitución francesa de 1791: “La Souveraineté est une, indivisible, inaliénable et imprescriptible. Elle appartient à la Nation; aucune section du peuple, ni aucun individu, ne peut s’en attribuer l’exercice”. Añadiendo una declaración previa desde los principios del derecho de gentes para dejar clara la voluntad nacional —ya expuesta la misma noche de reunión de las Cortes, el 24 de septiembre de 1810— de desconocer los acuerdos entre Napoleón y la familia real española, la formulación de Cádiz, sin embargo, estaba más cerca de la contenida en el artículo 3 de la Declaración de derechos del hombre y del ciudadano de 1789: “Le principe de toute Souveraineté réside essentiellement dans la Nation. Nul corps, nul individu ne peut exercer d’autorité qui n’en émane expressément”. Esta formulación de la relación entre nación y soberanía, a su vez, remitía a un principio del derecho natural y de gentes, el ius gentium que, sin referencia expresa en normas jurídicas apelaba más a la doctrina y la cultura jurídicas de la Christianitas. En su influyente Droit des gens, Emmerich de Vattel había establecido esa traslación entre el derecho natural y el derecho de las naciones: “Cette Autorité appartient essentiellement au Corps de la Société; mais elle peut s’exercer de bien des maniéres: C’est á chaque Société de choisir celle qui lui convient le mieux”.[10]

El primer constitucionalismo euroamericano tradujo ese principio a sus textos fundamentales: “La soberanía pertenece esencialmente a la Nación, y por lo mismo pertenece a ésta exclusivamente el derecho de establecer sus leyes fundamentales” (art. 3, Constitución de Cádiz). Como en su día explicó prolijamente, Francisco Tomás y Valiente sancionaba un proceso abierto la misma noche del 24 de septiembre de 1810, primer día de reunión de las Cortes, al hacer aquella reserva de la potestad legislativa “en toda su extensión” en las propias Cortes y permitir así un tránsito entre leyes fundamentales y constitución.[11] En 1823, debatiendo ya la constitución de la nueva nación mexicana José Miguel Guridi Alcocer, presente en Cádiz cuando se discutió este artículo, recordó que sin fortuna propuso añadir otro adverbio: “radicalmente”, pues consideraba que definía mejor la posición en que quedaba ahí la nación como sujeto esencial del sistema, es decir, como super omnia.

“Las Provincias Unidas de la Nueva Granada se reconocen mutuamente como iguales, independientes y soberanas”; “La Nación española es libre e independiente…”; “La nación mexicana es libre e independiente para siempre de España y de cualquier otra potencia.”; “La nación argentina es para siempre libre e independiente de toda dominación extranjera.” En estos textos citados y elaborados respectivamente en 1811, 1812, 1824 y 1826 puede comprobarse la fortuna que tuvo dicha traslación para establecer el principio de la nueva condición de las naciones que fueron emanando de la crisis de la monarquía española. Es este deliberado interés en afirmar la supremacía de la nación frente a otras, pero también frente a los pueblos que la conformaban, el que justificaba el lugar de preferencia en aquellos textos de los atributos nacionales. La Constitución chilena de 1822 arranca, por ejemplo, con título dedicado a la nación chilena y de los chilenos, como en Cádiz se decía, también en el primer título, de la nación española y de los españoles. Allí se afirman ambos principios: “La Nación Chilena es la unión de todos los chilenos: en ella reside esencialmente la soberanía, cuyo ejercicio delega conforme a esta Constitución” (art. 1). “La Nación Chilena es libre e independiente de la Monarquía española y de cualquiera otra potencia extranjera: pertenecerá sólo a sí misma, y jamás a ninguna persona ni familia” (art. 2). En términos muy similares la Constitución colombiana del año anterior dice: “La nación colombiana es para siempre e irrevocablemente libre e independiente de la monarquía española y de cualquier otra potencia o dominación extranjera; y no es, ni será nunca patrimonio de ninguna familia ni persona” (art. 1). “La soberanía reside esencialmente en la nación. Los magistrados y oficiales del Gobierno, investidos de cualquiera especie de autoridad, son sus agentes o comisarios, y responden a ella de su conducta pública” (art. 2). Por su parte, la Constitución peruana del año siguiente, también en los artículos 2 y 3 de un título primero dedicado a la nación, señala: “Ésta [la nación peruana] es independiente de la monarquía española, y de toda dominación extranjera; y no puede ser patrimonio de ninguna persona ni familia”; y “La soberanía reside esencialmente en la nación, y su ejercicio en los Magistrados, a quienes ella ha delegado sus poderes”.

Como se aprecia, parecía bastante razonable a estos fabricantes de constituciones comenzar las mismas tratando de la nación y sus atributos (independencia, libertad, soberanía esencial y consecuente capacidad para instituir el orden político). Era, por otra parte, una lógica que afectaba a todo aquel cuerpo político que quisiera establecer constitucionalmente su condición de emancipado, aunque se vinculara por vía federal a otros. Guatemala comenzó por ser Estado antes que nación, formando parte de una federación, la de Centroamérica, que en 1824 promulgaba su constitución encabezada también por un título sobre la nación que proclamaba la soberanía, libertad e independencia del “pueblo” de la república.[12] Es Guatemala como Estado, en su Constitución de 1825, quien reproduce el principio, casualmente también en su tercer artículo: “El Estado de Guatemala es soberano, independiente y libre en su gobierno y administración interior”.

Contemporáneamente estaban formándose los estados que componen la república federal mexicana, de cuyo cuerpo finalmente se había autoexcluido Guatemala tras la experiencia imperial, aunque la parte chiapaneca de la antigua capitanía general quedaría de manera no muy regular unida a la república federal mexicana.[13] Entre los estados que formen los Estados Unidos Mexicanos los habrá, como el de Puebla, que no hagan referencia a su condición y relación con la soberanía, pero los de las provincias que más se habían comprometido con el sistema federal hacen plena reivindicación al respecto. El primer estado en darse constitución (si descontamos el caso de Yucatán que tuvo que repetir constitución por haberla promulgado con antelación a la federal) a un mes y medio de promulgada la mexicana —octubre de 1824—, es Jalisco, que eleva el principio a cabeza de su constitución con aclaración expresa del alcance de su declaración respecto de los demás estados mexicanos: “El estado de Jalisco es libre e independiente de los demás Estados-Unidos Mexicanos y de cualquiera otra nación”. Se siguen también extrayendo consecuencias del principio, como hizo el Congreso Constituyente de Oaxaca: “La soberanía de este estado reside originaria y exclusivamente en los individuos que lo componen; por tanto, a ellos pertenece exclusivamente el derecho de formar, por medio de sus representantes, su constitución política…” (art. 2), o podía de nuevo volver a ser réplica del ya tradicional artículo 3, como lo recogió un estado tan peculiar como el de Yucatán en su reconstitución de 1825: “La soberanía del estado reside esencialmente en los individuos que le componen y por tanto a ellos pertenece exclusivamente el derecho de formar, reformar y variar por medio de sus representantes su constitución particular…” (art. 3).[14]

La contundencia con que aparece en este primer constitucionalismo la nación o los sujetos políticos respectivos, como los estados en las federaciones, tenía intención de dejar constancia a la apertura del texto de su condición de primacía en el orden de la soberanía, aunque no siempre de agotarla en ese ámbito ni, menos, de desconocer la relevancia de otros sujetos y sus respectivos derechos. Éstos se graduaron desde los ámbitos regionales o provinciales a los espacios municipales y a los mismos individuos. En contraste con lo que se había asentado como canon en las constituciones de los estados norteamericanos o en la declaración de derechos de 1789, en las expresiones textuales del constitucionalismo hispano no necesariamente —y más bien casi nunca— aparece una declaración de derechos encabezando el texto constitucional, sino que lo hacen derechos de un sujeto colectivo llamado nación. Es así lo singular y no la norma lo que ocurre con la Constitución venezolana de 1819, donde realmente una expresa y taxativa declaración de derechos abre el texto a diferencia de lo decidido en la federal de 1811, donde la declaración iba muy al final. El caso del Río de la Plata es bien ilustrativo: en 1813 un proyecto de constitución recoge preliminarmente su “declaración de los derechos y deberes del hombre en sociedad” con once artículos donde aparece desde el cuarteto esencial (libertad, igualdad, seguridad y propiedad), hasta la libertad de expresión o la de residencia. Para 1819, al promulgarse la primera constitución propiamente dicha de las Provincias Unidas, este elenco ya ha sido desplazado a una de las últimas secciones y precedido de otra declaración: “Derechos de la Nación”. Todo ello es más significativo si tenemos presentes las notables dificultades para establecer constitucionalmente un cuerpo de nación en el área rioplatense.[15]

Lo que será más habitual en este constitucionalismo respecto de los derechos de sujetos individuales será su ubicación dentro del texto, bien en forma de capítulo propio al final del mismo o bien entreverados en otros títulos. La literatura política que de manera sobresaliente se extendió por la prensa, folletos y otras formas de papelería menor, insistió, y no poco, en la relevancia de salvaguardar derechos de los individuos y especialmente los que hacían referencia a la libertad civil y la propiedad. Sin embargo, también de forma bastante generalizada, entendió aquel constitucionalismo temprano que tales derechos se amparaban de manera más eficaz mediante tutela nacional. Responde esta arquitectura al punto de arranque mismo que sitúa en el centro del sistema a la nación, el sujeto moral colectivo que da sentido a la constitución. Se lo da, de hecho, también a los derechos de los individuos, pues éstos solamente adquieren entidad en la medida en que son tutelados por la nación. “Si la nación no conserva o protege los derechos legítimos de todos los individuos que la componen, ataca el pacto social…”, proclama el artículo 4 de la Constitución peruana de 1823. Igual artículo, el cuarto, había establecido en la Constitución española de 1812 un principio muy similar: “La Nación está obligada a conservar y proteger por leyes sabias y justas la libertad civil, la propiedad y los demás derechos legítimos de todos los individuos que la componen”.

Fue justamente al debatirse este artículo que en Cádiz surgió la duda de si debería o no incluirse la religión entre los derechos protegidos por la nación. Entonces nadie puso en duda que la religión única de la nación fuera la católica, apostólica y romana, sino tan sólo si debía o no aparecer como tal derecho declarado junto a la propiedad, la libertad civil y “los demás derechos legítimos” de los españoles, como querían los diputados menos amigos de cualquier forma de constitución. Si se decidió que no apareciera allí finalmente no fue por hacerla menos sino, al contrario, por evitar que, considerada la religión como un derecho, se fuera a entender que se proclamaba la tolerancia.[16] De hecho, fue la remisión de este artículo a la comisión de constitución para su nueva presentación lo que provocó que se retocara también el que será el artículo 12: “La religión de la Nación española es y será perpetuamente la católica, apostólica, romana, única verdadera. La Nación la protege por leyes sabias y justas y prohíbe el ejercicio de cualquiera otra”.

Aunque ha sido bastante habitual leer esta entrada, ciertamente extraña a la cultura del constitucionalismo como una especie de necesaria cesión a los sectores más retrógrados para acercarlos a la solución constitucional de la crisis, lo cierto es que, tanto por lo que puede colegirse del debate gaditano como por la extensión atlántica de tal principio, debe tenerse más bien por estructural. Un repaso a las constituciones producidas en ese espacio en las primeras décadas del siglo XIX revelará que es, con mucho, el principio más constante en ellas. Con independencia de que se trate de un texto que prevea la recomposición de un cuerpo político común o la independencia, de que sea monárquico o republicano, federal o centralista, es canon constitucional la referencia a la exclusividad de la religión católica. Puede ésta ser proclamada religión de la nación, del pueblo o del Estado, pero ahí está estableciendo ese principio de intolerancia religiosa que tan de cabeza ha traído a los historiadores al ver con ello muy en entredicho el carácter liberal de estas constituciones.

Tal avalancha de evidencias no pueden resolverse, en mi opinión, apelando o bien a la herencia oscurantista española dejada en América, o bien a la necesidad de ofrecer en holocausto a la Iglesia un principio tan querido de la tradición liberal. Hay, en primer lugar, un nexo bastante evidente entre la exaltación de la nación como sujeto político primordial del orden constitucional y la declaración de exclusividad confesional, que puede apreciarse mejor en los casos más extremos. Simón Bolívar, como es sabido, fue, como Napoleón, un apreciable militar y, sobre todo, un inapreciable ingeniero constitucional, en particular de textos difícilmente practicables. Cuando se concentra en la celebración de congresos que ratificaran la consolidación republicana del área grancolombiana entre 1819 y 1821, se presentaron sendas ocasiones constituyentes, en ambas presente Bolívar, en Angostura y Cúcuta. El resultado constitucional para el “Estado de Venezuela” de 1819 no hace siquiera mención de la religión, tampoco de la católica, de modo que no hay libertad de cultos declarada ni tampoco manifestación de intolerancia expresa, lo que no es poco para un contexto en el que parecía norma declarar expresamente la intolerancia. En 1821, al crearse en Cúcuta el cuerpo político que reuniría a Nueva Granada, Venezuela y Quito, se reincide en la ausencia de la mención a la religión o a la libertad de cultos. Sin embargo, es al presentar el resultado y hacerlo público a los colombianos, es decir, en el momento de su socialización, que el Congreso manifiesta algo que podría estar implícito en el texto, pero que, como digo, no aparecía ni en este texto ni en Angostura:



Pero lo que vuestros representantes han tenido siempre a la vista, y lo que ha sido el objeto de sus más serias meditaciones, es que las mismas leyes fuesen enteramente conformes con las máximas y los dogmas de la Religión Católica Apostólica y Romana, que todos profesamos y nos gloriamos de profesar: ella ha sido la religión de nuestros padres, y es y será la Religión del Estado…



En el otro ensayo de república ideal de Bolívar, la que llevará en adelante su nombre, se hace explícito el retruécano que no podía dejar de rondar una mente republicana en un contexto católico: “La Religión Católica, Apostólica, Romana, es la de la República, con exclusión de todo otro culto público. El Gobierno la protegerá y hará respetar, reconociendo el principio de que no hay poder humano sobre las conciencias”. ¿Por qué el Congreso de Cúcuta se veía precisado a hacer explícito lo que no estaba en el texto de su constitución y por qué la primera Constitución boliviana tiene que manifestar intolerancia religiosa reconociendo a la vez el principio esencial que había animado la tolerancia desde los tiempos de John Locke y Pierre Bayle? El propio Bolívar ofreció alguna pista al respecto en el discurso que pronunció en 1819 ante el Congreso reunido en Angostura. Mostrando su desconfianza ante el sistema federal de 1811, se pronunciaba contra la imitación del modelo constitucional de los norteamericanos no por falta de ganas, sino por imperativo circunstancial: “¿No sería muy difícil aplicar a España el código de libertad política, civil y religiosa de la Inglaterra? Pues aún es más difícil adaptar en Venezuela las leyes del Norte de América”.[17]

Puede que ahí esté una de las claves que nos permita entender esta paradoja: ¿no será más bien la historiografía la que anda preocupada por adecuarse a un estándar constitucional norteamericano, inglés o francés? Lo singular no estaba en la continuidad de la intolerancia sino en una censura histórica que rompía con la exclusividad eclesiástica y monárquica en la protección de la religión. Si seguía perfectamente activo el principio tan antiliberal de compelle intrare, la obligación ahora era no sólo respecto de la religión, sino también respecto de la nación que la protegía con una legislación “sabia y justa” como la que protegía derechos y libertades. Como Clavero observó, no se trata de una reiteración o de una casualidad, sino más bien de un entendimiento de que la religión católica precisaba de una protección nacional idéntica a la que debía otorgar a la libertad, la propiedad y “los demás derechos legítimos”.[18] De hecho, un repaso del diario de sesiones en que se debatió este asunto permite ver cómo los artículos 4 (de los derechos) y 12 (de la religión) se redactaron de manera coordinada.

No ha de extrañar que fuera así. Como se viene exponiendo, para el primer constitucionalismo el sujeto esencial fue mucho más la nación que los individuos. Fue común a la cultura general del constitucionalismo temprano, desde Estados Unidos a Francia y ahora al espacio hispano, la identificación de una persona individual con relevancia constitucional fuertemente connotada, comenzando por dar por hecho que no todo ser humano tenía siquiera persona. “Los hombres libres”, “los individuos que la componen [la nación]” son términos que perfilaban esa persona individual a que se referían los “derechos legítimos”.[19] En buena parte del Atlántico hispano se dio por supuesto que los derechos y libertades de esas personas individuales que componían la nación adquirían sentido solamente en contexto nacional y no fuera del mismo. Era la nación también la que establecía su identidad religiosa colectiva y también la de cada una de esas personas que la componían. Por ese motivo la religión se protegía, como los derechos individuales, mediante leyes sabias y justas, es decir, nacionales.

La consecuencia directa fue una generalizada abolición de la Inquisición y una asimilación entre nación y religión que no pasó en absoluto desadvertida para la mirada absolutista.[20] Si desde la perspectiva de la tradición liberal aquella exclusividad religiosa católica no encaja, precisamente por lo que a renglón seguido añade la primera Constitución de Bolivia, es decir, por lo que implica de intento de dominio sobre las conciencias, desde la idea de la nación como un super omnia encargado ante todo de asegurar la libertad de la nación frente al despotismo —exterior e interior— puede tener mucho sentido. Lo tiene porque el sujeto al que se le asegura la libertad es la nación misma, a ese compuesto, como rezan tantos artículos primeros de las constituciones hispanas, de chilenos, peruanos, mexicanos, españoles, etc.

No es cuestión, además, que se reduzca a la declaración expresa en tantos textos constitucionales de confesión nacional, sino que nos enfrentamos a unos textos y una cultura constitucional que están impregnados de catolicismo en partes tan sensibles como la definición de la ciudadanía o el compromiso mediante juramento con la obligación política. En sus términos se expresaba la cultura política del momento cuando se trataba de identificar al sujeto político esencial y de legitimar sus atributos básicos de soberanía, independencia y capacidad constituyente. Aunque no es de este lugar, podría trazarse entre finales del siglo XVIII y la década de los veinte del XIX una historia de la conformación de un constitucionalismo católico. Entre la escritura de El evangelio en triunfo, del peruano Pablo de Olavide (1797), El triunfo de la libertad sobre el despotismo (1817), del venezolano Juan Germán Roscio y los Principios naturales de la moral, de la política y de la legislación (1823-1824), del español Francisco Martínez Marina, se articula un pensamiento que entendió el constitucionalismo como una consecuencia lógica del mensaje evangélico. Como algunos trabajos pormenorizados han mostrado, es éste un mensaje que se multiplica en infinidad de sermones, pastorales y actos públicos.[21]

Que en buena parte de los textos constitucionales producidos en estos años el mecanismo electoral arranque en una circunscripción eclesiástica como la parroquia no es en absoluto secundario. Como congregación de feligreses, la parroquia de suyo implicaba una muy determinada forma de vecindad que únicamente podía verificarse a través de registros eclesiásticos y de formas de vida que se vinculaban muy estrechamente a una antropología católica. Rastros de ello hay por todas estas constituciones que exigen de sus ciudadanos unas determinadas formas de comportamiento social que interesan al orden familiar y al comunitario, como estableció expresamente la Constitución de Venezuela de 1819: “Ninguno es hombre de bien, ni buen ciudadano, si no observare las leyes fiel y religiosamente; si no es buen hijo, buen hermano, buen amigo, buen esposo y buen padre de familia” (secc. 2, art. 5). No se trataba sólo de admoniciones morales, pues conllevaban efectos como la suspensión de la ciudadanía, como expresamente previeron algunas constituciones. Tal fue el caso de la peruana de 1823: “En los casados que sin causa abandonen sus mujeres, o que notoriamente falten a las obligaciones de familia; En los jugadores, ebrios, truhanes y demás que con su vida escandalosa ofendan la moral pública” (art. 24, 6-7).

Estamos ante un constitucionalismo que, ciertamente, como la historiografía ha advertido, abrió extraordinariamente el espectro ciudadano. Siendo más bien tardía y poco común la exigencia relativa a rentas y patrimonios para el ejercicio activo de la ciudadanía, ésta se identificó habitualmente con el pater familias. Se trataba de un modelo de representación que tomaba al vecino independiente como punto de arranque, pasando por la parroquia y la provincia para componer la representación nacional. Esa identificación del jefe familiar avecindado en parroquia podía reforzarse por algún tipo de requisito de riqueza censual, pero rara vez constituyendo, como quería la teoría liberal clásica del XIX, un cuerpo electoral identificado con la gran propiedad. La Constitución colombiana de 1821, por ejemplo, exigía una renta equivalente a cien pesos, pero inmediatamente añadía que podía suplirse este requisito con “ejercitar algún oficio, profesión, comercio o industria útil, con casa o taller abierto sin dependencia de otro en clase de jornalero o sirviente”, lo que permitía la inclusión como electores parroquiales de clases artesanales urbanas o de pequeños hacendados. Lo general, sin embargo, era que el requisito fuera la vecindad por sí mismo como cabeza de familia o jefe visible de un oikos que quedaba, a su vez, segregado del espacio público con su contingente de mujeres, esclavos, menores, dependientes y sirvientes. A pesar de que una parte notable de la historiografía ha resaltado éste como un rasgo de modernidad del constitucionalismo primero en el Atlántico hispano, sobre todo comparado con el constitucionalismo angloamericano y francés, creo que la ciudadanía amplia de Cádiz y otros experimentos coetáneos tiene mucho más que ver con la tradición que con la modernidad.[22]

La amplia ciudadanía del modelo constitucional más común en el Atlántico hispano tenía, además, su otra cara. En su desarrollo esta cultura constitucional podrá llegar a formularse de modo que, en casos de territorios de mayoría indígena, reservase amplia capacidad suspensiva de instituciones representativas como las municipales. Tal es el caso de la primera constitución chiapaneca que alegaba en su manifiesto expositivo precisamente la justificación de la “multitud de indígenas” y la “indolencia” y “vicios” consiguientes según la mente del constituyente, por supuesto no indígena.[23] Cabía también, sin necesidad de tan expresa medida, suponerse la precariedad de la ciudadanía indígena. La constitucionalización de una moral católica, convertida en moral pública con efectos suspensivos de la ciudadanía en su carencia, abría puertas más que francas para la exclusión del ejercicio ciudadano que afectarán sobre todo a comunidades indígenas. ¿Quién podría juzgar, y de acuerdo con qué criterios, a quién afectaba, por ejemplo, esta previsión de suspensión de ciudadanía de la Constitución de Nicaragua de 1825: “Por la conducta notoriamente viciada o por la incapacidad física o moral, todo legalmente calificado”? Alguna pista puede ofrecer lo ocurrido en Yucatán. El traslado casi literal de previsiones de suspensión de la ciudadanía de la Constitución española de 1812 a la yucateca de 1825 (incapacidad física o moral, estado de sirviente doméstico, carencia de oficio, empleo o modo de vivir conocido, a lo que en Yucatán, como en otros muchos lugares, se añade la carencia de “domicilio”), se transvasa a su vez a la Constitución de la república independiente de Yucatán de 1841. Es en ese contexto constitucional que una legislación de 1847 decidió que “los indígenas no tienen la aptitud necesaria para que continúen en el goce de los derechos” previstos en la constitución, punto de arranque para un literal exterminio político y físico en el contexto de la denominada guerra de castas.[24] Esta legislación, del todo contraria a las previsiones de reforma constitucional de las distintas constituciones yucatecas, incluida la más reciente entonces Ley Orgánica Provisional de 1846, encontrará, no obstante, acomodo constitucional en el Estado reintegrado a México entre 1849 y 1850. El proyecto constitucional de diciembre de 1849 incluía como previsión de suspensión de la ciudadanía ni más ni menos que el hecho de “hallarse en estado de minoría, en virtud de leyes excepcionales”, mientras que el texto final de 1850 resuelve estableciendo que la suspensión dicha puede hacerse extensiva “a los indígenas que no sepan leer y escribir”.[25]

Esa tan generalizada forma de concebir la representación nacional como el resultado de procesos electorales parroquiales, distritales y provinciales en los que el núcleo primero era el householder integrado en la vecindad, respondía a la presencia incontestable en ese constitucionalismo de una entidad tan común a todo ese espacio como el pueblo. El vecino parroquial lo era en realidad de un pueblo, es decir, de un cuerpo político con instituciones y magistrados —religiosos y civiles— que, junto a otros pueblos, componían un cuerpo político mayor —la monarquía o, en su caso, la república ya emancipada de la monarquía. La literatura jurídica que se había ocupado del estatuto de los pueblos en la monarquía, como la influyente obra de Lorenzo de Santayana y Bustillo, advertía de la entidad de estos cuerpos al resaltar que, junto al monarca, conformaban la auténtica esencia de la monarquía.[26] Para los pensadores de finales del siglo XVIII que advertían de las carencias constitucionales de la monarquía era justamente la municipal la única constitución visible allí.

Si en 1808 en la Ciudad de México su síndico repetía exactamente la misma idea para enfatizar la capacidad que incumbía al cuerpo político de la capital novohispana en la tutela de la malograda soberanía de Fernando VII, era porque realmente se trataba de un principio constitucional de la monarquía. Francisco Martínez Marina, que contra reloj trabajó en aquellos años para ofrecer al público una primera historia constitucional de la monarquía española, basó en la centralidad constitucional de los pueblos el argumento de su extensa obra.[27] Era interés primordial de Martínez Marina argumentar en favor de la capacidad política de la nación española y de su obra constituyente desplegada en Cádiz entre 1810 y 1812. Lo interesante, a efectos de entender la cultura política del primer constitucionalismo, es que en ese empeño vinculara nación y pueblos al hacer de los segundos el compuesto esencial de la primera: la nación española entendida como reunión de vecinos, padres de familia que se organizan en pueblos y provincias.

Lo que a Martínez Marina y otros tratadistas les costaba transmitir no era la relevancia política de los pueblos sino la de la nación. En efecto, este sujeto era en el escenario de comienzos del siglo XIX, literalmente, un recién llegado. Al evidenciarse la crisis de la monarquía con las cesiones de Bayona, los sujetos que asumen la tutela de la monarquía son los pueblos: conforman gobiernos de excepción a través de las juntas que organizan el poder y conducen la guerra contra el imperio francés. Son ellos, los pueblos, también quienes organizan y sustentan los primeros intentos de crear instituciones más complejas de gobierno, como las varias Juntas Centrales intentadas no sólo en la España metropolitana, sino también en la Nueva Granada o el Alto Perú, o los intentos de formar Cortes de la Nueva España.[28] Tanto en la Península como en América en este momento de los pueblos se produjo un hecho que no pasó desapercibido entonces a propios ni extraños: la monarquía se estaba conformando en una suerte de federación de provincias.[29] En efecto, los pueblos estaban generando juntas que extendían su gobierno a espacios provinciales. Como ha demostrado un reciente ensayo de María Teresa Calderón y Clément Thibaud, fue en los pueblos y no en cuerpos colectivos como la nación o el pueblo en los que radicó primeramente la soberanía una vez disuelta la unión mística entre el rey y los mismos.[30]

Fue en el tránsito de las juntas a los congresos que aparecen esos nuevos sujetos políticos denominados naciones o pueblos en sentido ya singular muy cercano al de nación que, mediante las constituciones, trataron de domesticar políticamente a los pueblos. Si todos los textos constitucionales de primera hora ofrecen tratamiento de las relaciones entre nación y pueblos-provincias es porque están generadas en contextos en los que lo existente son los pueblos y lo que se pretende establecer es la nación como sujeto político superpuesto. El resultado fue, más o menos disimuladamente, el establecimiento de algún tipo de relación federal entre los pueblos y la nación. Es, dicho de otro modo, una solución alejada del principio de república “una e indivisible” que aparecerá posteriormente como respuesta a la experiencia del federalismo, sobre todo en el área de influencia bolivariana. Incluso en esos casos tan evidentes de deliberado “centralismo” desde 1816 se entendía como forma transitoria hasta que la virtud y la ilustración generalizadas permitieran consolidar el ideal del gobierno libre que seguía entendiéndose el federalismo.[31]

Estamos así ante la paradoja planteada por dos hechos cruciales: por una parte el protagonismo original y radical de los pueblos y, por otro, los intentos de constituir un sujeto nacional identificado como un super omnia. Casos como el de Quito resultan enormemente ilustrativos sobre este proceso en el que los pueblos resisten —una vez disuelta la unión mística de la monarquía— su sometimiento a formas de soberanía colectiva que se pretendieron recrear sobre una ciudad capital, como lo era la sede de la Audiencia. Fue por ello que en la Nueva Granada el fracaso de unas Cortes del reino dio lugar a una multiplicación extraordinaria de actos constituyentes entendidos como otras tantas afirmaciones de personalidad propia en el ámbito del derecho de gentes y que se pretendiera usar esa vía de la relación diplomática para reconformar un cuerpo colectivo.[32] El resultado, también bastante generalizado, fueron experimentos constitucionales en los que aparecen formas de organización “federal” que se alejan notablemente del federalismo entendido como lo habían hecho los americanos del norte entre los debates sobre el Acta de Federación de 1781 y la Constitución de 1787. Si en el norte el arranque constitucional había estado precisamente en los estados y la corrección había consistido en generar luego la constitución de la unión para enmendar lo que se entendía un exceso de soberanía, en las primeras constituciones hispanas el sujeto de referencia es la nación que habilita políticamente a otros sujetos, los estados o las provincias y los municipios. Así, tanto el Acta Constitutiva como la Constitución Federal de México, ambas de 1824, son las que habilitan un proceso constituyente en los estados, marcándoles la traza básica de su ordenamiento. Es por ello que si el estado de Yucatán había entendido el proceso más al modo de 1781 en América del Norte, y había procedido a darse constitución en julio de 1824, tendrá que volver a hacerlo al año siguiente una vez aprobada la Constitución Federal que marcaba normas y pautas para las constituciones de los estados. No es por ello descabellado concluir que más que un sistema federal propiamente dicho —de acuerdo con los parámetros del momento— en México se estaba dando extensión y consecuencia lógica al principio de autonomía provincial de 1812, que en buena medida había sido también creación americana.[33]

En el caso del Río de la Plata, con el carácter extremo que allí adquiere por décadas, el principio de la soberanía provincial puede, justamente por ello, mostrarnos cuál era la pauta. Aquí se trató de diferentes provincias que, en vez de envolverse en un cuerpo de nación conjunto, se conforman cual cuerpos políticos independientes que únicamente hacen renuncia, y no siempre, a una actuación propia en el ámbito del ius gentium. El hecho de que la liquidación temprana de cualquier autoridad metropolitana diera lugar a una preponderancia del Poder Ejecutivo radicado en Buenos Aires —Triunvirato y Directorio— generó una situación en el fondo muy similar a la de la España de Cádiz —la que quiso y no pudo ser trasatlántica— impidiendo la eclosión de una nación al percibir buena parte de ella en el intento de una nueva forma de despotismo de una parte sobre las demás.[34] La territorialización del poder, sobre todo del Poder Ejecutivo en los gobernadores-caudillos, marcó la evolución de un espacio que sólo tras el fracaso constitucional de 1826 comenzó a denominarse más regularmente como “Confederación Argentina”.[35]

Qué hacer con Dios en la república, cómo compaginar naciones con pueblos, liquidar fueros e imponer la generalidad de la ley cuajando la temprana propuesta de “unos mismos códigos” fueron, no casualmente, problemas de índole constitucional que acompañaron a buena parte del constitucionalismo en el Atlántico hispano después de la liquidación de la monarquía.[36] Obedece a un arranque del constitucionalismo que tuvo mucho más que ver con una reforma que con una revolución, es decir, que trató de dotar de un orden coherente a un universo jurisdiccional que se hereda —y se reforma— y a un orden normativo que se quiere someter a la lógica constitucional, pero del que no se prescinde sino hasta bien entrada la centuria.[37] Es por ello que algunas exigencias del “guión liberal”, como de manera primordial la que tenía que ver con la soberanía individual sobre la propia conciencia, tendrán que esperar algunas décadas y ser traídas por otras revoluciones.
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LÍMITES DEL CONSTITUCIONALISMO Y
DEL LIBERALISMO HISPÁNICOS. UNA VISIÓN CRÍTICA
DESDE/SOBRE LA HISTORIOGRAFÍA ACTUAL

Roberto Breña


 

Este ensayo forma parte de un libro sobre la tradición constitucional en Hispanoamérica. Esta tradición, como la historiografía reciente lo ha puesto de manifiesto, comienza con lo que, sin temor a exagerar, puede denominarse una “explosión” constitucional: la que se dio en la América española durante el lustro que va de 1811 a 1815.[1] Desde hace poco más de una década, esta revolución constitucional ha recibido mucha atención por parte de historiadores, politólogos y constitucionalistas. Esta atención, merecida y necesaria en la medida en que la América hispana había sido considerada tradicionalmente una especie de “patito feo” de la historia política occidental durante los inicios de la “modernidad” (grosso modo, del último cuarto del siglo XVIII al primer cuarto del siglo XIX), se ha visto reforzada por el auge que vive actualmente, sobre todo en la academia anglosajona, la llamada “historia atlántica”; más concretamente, las llamadas “revoluciones atlánticas”.[2]

Antes de referirme a la “explosión” constitucional referida, me detendré en las prevenciones que, en mi opinión, hay que tener con respecto al enfoque atlántico. Estas prevenciones se derivan en gran medida de los presupuestos metodológicos del enfoque atlántico, que se centra en las continuidades, las secuencias y las analogías. Con frecuencia estos presupuestos llevan a subsumir a las revoluciones hispánicas dentro de esa revolución de amplio espectro (cronológico y geográfico) que, supuestamente, arrastró a todo el mundo atlántico en una marea ineluctable de profundos cambios políticos, sociales y culturales entre 1775 y 1825. Disiento de esta perspectiva por diversos motivos. Las revoluciones hispanoamericanas no fueron el resultado de ningún contagio doctrinal o ideológico proveniente de Estados Unidos o de la Francia revolucionaria. Tampoco se iniciaron como una lucha contra el monarca (como en el caso de las Trece Colonias), sino justamente al contrario, comenzaron como una lucha por el monarca. Tampoco fueron precedidas por un proceso de maduración intelectual como el que, con todas las limitaciones que se quiera, tuvo lugar en Francia con la Ilustración. La lista de diferencias notables con respecto a lo acontecido en las Trece Colonias al iniciar el último cuarto del siglo XVIII y con la Revolución Francesa casi tres lustros después puede ampliarse; por lo pronto, señalo una diferencia que me parece crucial: las revoluciones hispánicas fueron producto de una ocupación, que se transformó en invasión y finalmente en imposición por parte de Napoleón, de un monarca extranjero en el trono de la monarquía católica. Ahora bien, se podría argüir que Napoleón era un heredero del espíritu de 1789; en cierto sentido lo era, pero en muchos otros era justamente la negación de dicho espíritu. Lo cierto es que, en términos concretos, en el mundo hispánico de finales del siglo XVIII y principios del XIX, la Francia revolucionaria era, sobre todo, un contramodelo político.

Los españoles europeos primero y los españoles americanos enseguida, reaccionaron como lo hicieron en contra de Napoleón y de su hermano José no sólo porque consideraran que Napoleón había coaccionado a quien para ellos era su rey legítimo (Fernando VII), sino también porque los franceses representaban esa irreligiosidad (por no decir ateísmo) que los españoles de aquel tiempo (tanto europeos como americanos) relacionaban con la Revolución Francesa. En lo político, la nacionalidad del ejército invasor impidió a los españoles buscar inspiración en el pensamiento político francés para fundamentar su lucha (por lo menos de manera directa), lo que creo contribuye a explicar el nacionalismo histórico que desde un principio caracterizó a la denominada “revolución liberal española” (1808-1814).

Lo que podríamos denominar la “causa eficiente” de las revoluciones hispánicas fue la ocupación que siguió al ingreso de las tropas napoleónicas en la Península en el otoño de 1807 (que había sido pactado entre Napoleón y Carlos IV en el Tratado de Fontainebleau); más concretamente, el levantamiento popular ocurrido en Madrid el 2 de mayo de 1808, que transformó dicho ingreso en una invasión en toda regla y que dio origen a un proceso político inédito en la monarquía española.[3] Como lo hicieron notar algunos de los más penetrantes políticos y publicistas peninsulares de aquel tiempo (Blanco White, Quintana, Flórez Estrada), de no haber sido por la irrupción napoleónica, la monarquía hispánica hubiera podido seguir funcionando, sin demasiados problemas, por mucho tiempo más. Estamos aquí, evidentemente, dentro de la historia contrafactual, lo cual me parece un sano ejercicio ante algunos intentos actuales por mostrar que los procesos emancipadores americanos eran inevitables, pues, en cierto modo, estaban inscritos en un “designio atlántico”.

A su origen, es decir, al hecho de haber sido el resultado de una invasión (francesa, que no es un dato menor) y al ideario profundamente hispánico que le sirvió como plataforma y como justificación, cabe añadir otros aspectos que complican la inserción, sin mayores precauciones, de las revoluciones hispánicas dentro de un “ciclo atlántico”. Pienso, por ejemplo, en su objetivo de la primera hora —la conversión de un régimen absolutista en una monarquía constitucional bicontinental—, en el hecho de haber sido, en el ámbito hispanoamericano, una guerra eminentemente civil y, por último, en la coexistencia y mezcla en tierras americanas de una diversidad de grupos étnicos que no tiene parangón con la experiencia estadounidense o francesa y que tuvo múltiples consecuencias en el desarrollo de varios movimientos emancipadores.[4]

El punto que quiero poner de manifiesto es que la “secuencia”
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es un planteamiento de la historia atlántica que debe discutirse; dicho de otra manera, no creo que deba aceptarse sin más.[5] Es cierto que la historia atlántica ha aportado y puede aportar mucho en ciertos temas (el comercio, la esclavitud y la migración, por ejemplo), pero creo que en lo relativo a la historia intelectual, política y constitucional de las revoluciones hispánicas, el enfoque atlántico ha funcionado en ocasiones como una “cortina de humo” que, al aceptar acríticamente planteamientos atlánticos, impide con relativa frecuencia adentrase en la complejidad político-ideológica de dichas revoluciones. En cuanto a la explosión constitucional a la que nos referimos al inicio de estas líneas, el enfoque atlántico fomenta, en mi opinión, expresiones más o menos grandilocuentes sobre la modernidad occidental de los principios y valores plasmados en la multitud de documentos constitucionales que vieron la luz a lo largo de la segunda y tercera décadas del siglo XIX. Más allá de que la modernidad mencionada está fuera de duda, el enfoque atlántico tiende no sólo a proyectar una especie de homogeneidad intelectual y doctrinal que me parece engañosa, sino también a minimizar e intelectualizar las prácticas políticas de aquellos años y a soslayar algunas de las ambigüedades que caracterizan a los mismos principios que son considerados como epítome de la modernidad; los cuales, por lo demás, con relativa frecuencia tuvieron complejas e imprevisibles consecuencias sobre las actitudes, las conductas y las acciones de los hispanoamericanos.

Lo expresado hasta aquí sobre las revoluciones atlánticas no implica negar la presencia en los procesos emancipadores americanos de principios políticos que habían alimentado la independencia de las Trece Colonias y el proceso revolucionario francés. En cierto sentido, esto era inevitable; no sólo por razones de precedencia cronológica y de cercanía geográfica (con el norte de la América hispana en un caso y con la España peninsular en el otro), sino porque los principios políticos generales que estuvieron en la base de las revoluciones hispánicas (soberanía nacional, gobierno representativo, igualdad política, libertades individuales, división de poderes) fueron también, mutatis mutandis, elementos centrales de la lucha de los colonos norteamericanos en contra de su metrópoli y de los franceses en su lucha contra los privilegios en un primer momento, contra la monarquía no mucho después y, casi enseguida, contra los países europeos que consideraron que no podían permitir que los revolucionarios tomasen las riendas del gobierno de Francia (la cual, como es sabido, se convirtió en república en septiembre de 1792).[6]

El último punto mencionado nos lleva de vuelta a la “explosión” constitucional con la que inicié este ensayo. A los principios políticos enumerados en el párrafo anterior se podría añadir otro que, de alguna manera, los encapsula a todos: el constitucionalismo. Como intento por refundarlo todo, como declaración de principios en contra del despotismo, como muestra de una genuina preocupación por el predominio de las leyes sobre los hombres y como expresión del idealismo de los políticos hispanoamericanos de aquel tiempo, el puro número de documentos constitucionales o de índole constitucional que se redactaron entonces es muy elocuente. Sin embargo, de un tiempo a esta parte, en consonancia con una corriente que intenta revertir por completo la historiografía “tradicional”, que no veía en estos años de la historia política hispanoamericana más que caos y caudillos, percibo una tendencia a pasar de largo sobre algunos aspectos de la revolución constitucional hispanoamericana que me parecen significativos. Además, advierto que parte de la literatura que se ocupa de la explosión constitucional que nos ocupa tiende a otorgarle a las doctrinas y a las ideas un peso excesivo sobre la historia política en particular y sobre el devenir de los acontecimientos en general. En otro texto me extendí sobre esta cuestión,[7] aquí sólo quiero enfatizar un aspecto que me parece relevante en el contexto del presente ensayo. Me refiero al énfasis que algunos historiadores, especialmente historiadores del derecho, otorgan a los elementos doctrinales y formal-institucionales en su interpretación de un determinado periodo de la historia política de una sociedad (o conjunto de sociedades); un enfoque que tiende a deformar, desde mi punto de vista, algunos de los principales aspectos de los procesos emancipadores americanos, así como algunos de sus dilemas políticos y sociales más importantes.

En lo que se refiere a la ideología política más importante de este periodo en el mundo hispánico, el liberalismo, centrándonos exclusivamente en los principios, en los discursos y en los arreglos constitucionales, surge, efectivamente, un liberalismo coherente, sólido y de amplia difusión.[8] Más allá de lo discutible que pueda ser la existencia de un liberalismo con estas características en cualquier época y lugar, es particularmente inadecuada para acercarnos a la segunda y tercera décadas del siglo XIX hispanoamericano (por no ir más allá). ¿Qué puede tener mayor difusión que una constitución (principio, discurso y arreglo institucional al mismo tiempo) que, en teoría, se aplica a todos los miembros de una determinada sociedad política? Ahora bien, guiarnos por estas constituciones para entender los idearios y los intereses políticos prevalecientes entre los miembros de las elites criollas en un momento específico de la historia de la sociedad en cuestión es una cosa; pero pretender que esos documentos constitucionales son compartidos más allá de grupos sociales muy reducidos y que influyen significativamente sobre las prácticas políticas y sociales en el sentido que dichos documentos plantean, revela un intelectualismo un tanto ingenuo si lo que queremos es entender y explicar la historia política de una sociedad determinada en un momento determinado. Sobre todo en periodos en los que la situación política se caracteriza por una marcada inestabilidad (por decir lo menos).[9] Estos planteamientos pueden sonar algo “teoréticos” para algunos lectores; paso pues a “aterrizarlos”.

Empiezo por la cuestión del número. La proliferación de documentos constitucionales a la que me he referido es vista casi siempre como un signo de la buena salud de lo que podríamos llamar “la primera cultura constitucional hispanoamericana”. No obstante, se olvida con frecuencia que esta proliferación tiene que ver también con que en muchos casos estos documentos fueron letra muerta prácticamente desde el instante mismo en que fueron promulgados. Se me dirá que ésa es una cuestión menor si se considera que la importancia y las repercusiones de un texto constitucional van siempre mucho más allá de su aplicación y de las transformaciones políticas y sociales que logra llevar a la práctica. Puede ser, pero se olvida también, con demasiada frecuencia, que uno de los motivos fundamentales y quizás la principal razón de ser de cualquier constitución es regir la vida en sociedad mediante un conjunto de medidas que implican, o debieran implicar, una serie de disposiciones, actitudes y conductas político-sociales muy concretas. En otras palabras y sobre todo tal vez si nos estamos refiriendo a un periodo que, con todas las salvedades que se quiera, significó el paso del Antiguo al “Nuevo” Régimen, se trata de transformar las sociedades (coloniales en este caso) desde sus cimientos. Entre estos cimientos, el más importante era la soberanía nacional (o popular).

Por supuesto que esta fundamentación, por sí sola, representa una revolución política de primera magnitud. En el plano doctrinal e institucional-formal, esto es incontrovertible. El punto que quiero resaltar aquí es que la incidencia de estos planos sobre la vida política y social es menos directa, menos mecánica y mucho más impredecible de lo que sugiere parte de la historiografía reciente que se ha ocupado de la primera mitad del siglo XIX hispanoamericano. Este “mecanicismo” es perceptible con respecto al liberalismo, pero también al republicanismo y a la ciudadanía (o cultura cívica).[10] Se conjugan así una supuesta solidez del “liberalismo” (o del “republicanismo”) con un influjo de estas ideologías sobre el cuerpo social que me parece por demás discutible. El resultado está a la vista: desde hace un decenio aproximadamente no hay un libro sobre el liberalismo, sobre el republicanismo o sobre la ciudadanía de la primera mitad del siglo XIX en la América española que de una u otra manera no proponga o propugne, contrariamente a lo que se afirmó durante mucho tiempo, su omnipresencia e importancia en la vida política de las sociedades hispanoamericanas.[11]

Una vez más, poniendo las cosas en perspectiva histórica, la existencia, presencia e importancia del liberalismo, del republicanismo y de una cierta cultura cívica durante estos años en Hispanoamérica es incontrovertible. No obstante, una cosa es tratar de terminar con la “leyenda negra” sobre la historia política de la primera mitad del siglo XIX en la región (para la cual la historia política equivalía a caos y caudillos) y otra, muy distinta, es cargar las tintas hacia el otro lado y considerar que la vida política hispanoamericana de la época está llena de manifestaciones liberales, republicanas y cívicas. Como casi siempre, la “verdad” histórica está más cerca de un término medio (en este caso, respecto a estos dos miradores historiográficos).

En relación con lo anterior, considero que la propuesta historiográfica de una supuesta “normalidad” de la historia política hispanoamericana durante la primera mitad del siglo XIX, si bien puede resultar útil en la medida en que nos muestra que en otras partes del mundo occidental los trasiegos políticos eran algo relativamente común, termina también deformando, desde otros ángulos, diversos aspectos de dicha historia. Pienso, por ejemplo, en los esfuerzos de la doctora Josefina Zoraida Vázquez por encontrar una “estabilidad invisible” en el periodo 1832-1854 de la historia de México, tal como lo intenta en su libro Dos décadas de desilusiones.[12] Más allá de lo revelador del título de su libro, creo que, en cierto modo, la autora apunta, a lo vano del intento cuando, por ejemplo, afirma que seguir la historia de este periodo con puntualidad “es casi imposible”.[13] Por supuesto que, y como apunta en la introducción, es simplista afirmar que durante los primeras décadas de vida independiente “todo era sólo inestabilidad”,[14] pero igualmente simplista me parece buscar “estabilidades invisibles” en un periodo durante el cual, según refiere Donald F. Stevens, hubo 16 presidentes, 33 jefes de gobierno provisionales, 49 administraciones, 53 secretarios de Guerra, 57 secretarios de Relaciones Exteriores, 61 secretarios de Justicia y 87 secretarios de Hacienda.[15] En un libro sobre la vida política mexicana de las tres primeras décadas de vida independiente, Torcuato S. Di Tella escribió: “Si alguna vez hubo un país ingobernable, éste fue el México de aquellos años”.[16] No se necesita compartir algunos de los presupuestos y algunas de las conclusiones de Di Tella en el libro del que está tomada esta frase para intuir que este autor está más cerca de proporcionar un retrato fidedigno de la vida política mexicana de aquellos años, al contrario de no pocos historiadores que, recientemente, pretenden convencernos de que existía una especie de gobernabilidad oculta detrás del desorden imperante. Un desorden que Antonio López de Santa Anna ejemplifica como nadie, pero que, como señaló Michael P. Costeloe hace tiempo en un libro sobre este periodo, que ahora es un clásico, estamos ante un personaje que no era ninguna excepción en el panorama político de su tiempo en cuanto a colocar sus intereses y sus amistades por encima de todo lo demás.[17]

La tendencia historiográfica a la que me referí en el último párrafo es, en mi opinión, una reacción historiográfica desmedida. Esta “sobre-reacción” (perdonando el anglicismo) tiene algunos vínculos con una cierta manera de ver los procesos emancipadores americanos y los primeros años de vida independiente que se deriva en parte de la obra de François-Xavier Guerra (el autor que, más que ningún otro, explica el auge que desde hace algunos lustros vive el estudio de las revoluciones hispánicas). El peso que Guerra le concede a la política a lo largo de dichos procesos ha llevado a algunos autores (entre los que me incluyo) a soslayar no solamente los aspectos bélicos y económicos, sino, más importante aún, a que la violencia (política y no política, es decir, la violencia en general) ocupe un plano más que secundario en el estudio de dichas revoluciones.[18] Sobre todo si tenemos en cuenta la enorme violencia que caracterizó no solamente a algunos de los procesos emancipadores, sino también a la vida política postindependentista en toda la región. Esto último apenas puede sorprendernos si consideramos elementos como los siguientes: lo prolongado de algunas de las luchas por la independencia, el resquebrajamiento de ciertas deferencias sociales y de la jerarquización social en su conjunto, el ascenso sociopolítico de los militares, la adopción generalizada de sistemas republicanos (que funcionan con base en una lógica representativa que es potencialmente inestable en términos políticos y sociales, más aún cuando no se tiene experiencia alguna en ella), la inexistencia de cuerpos policíacos que garantizaran un mínimo de seguridad (especialmente en el campo, cuya intranquilidad en muchas partes de Hispanoamérica en la época postindependencia es bien conocida) y, por último y como extensión de algunos de los elementos previos, un aparato estatal carente de experiencia, de cuadros y, sobre todo, de recursos.[19] Ahora bien, es cierto que la visión que tenía Guerra de la política era bastante compleja en muchos sentidos y que en ocasiones hizo referencia a la importancia de los aspectos bélicos y económicos, pero también es verdad que centrar la atención del análisis del periodo emancipador en aspectos como los imaginarios, las sociabilidades, la prensa, los procesos electorales y la modernidad implícita en todos ellos lleva, de manera casi inevitable, a poner entre paréntesis otros aspectos, menos “modernos”, de la vida política y social de la etapa emancipadora.

Debo añadir que esta crítica a Guerra tiene poco que ver con otras que, si bien apuntan en la misma dirección, tienen otros fundamentos y manifiestan otras preocupaciones. Pienso, por ejemplo, en Luis Fernando Granados, quien, en un artículo reciente, considera que el historiador franco-español es el principal representante de una “nueva historia política” preocupada particularmente por “las palabras de los poquitos que saben escribir y escriben”.[20] El artículo del que está extraída la cita precedente es, en palabras de su autor, “apenas el esbozo de un perfil sociológico de la historiografía contemporánea que acaso sirva para explicar la manera en que los historiadores profesionales han contribuido al clima de incertidumbre que ha rodeado las celebraciones [bicentenarias]”.[21] No alcanzo a ver de qué incertidumbre estamos hablando y me resulta francamente enigmática la insinuación sobre la responsabilidad que en la incertidumbre bicentenaria (sea la que sea) supuestamente tiene la pléyade de autores que, como veremos enseguida, Granados menciona en su esbozo sociológico. En todo caso, no creo que el artículo cumpla el propósito que plantea su autor; entre otros motivos porque clasifica historiadores sin el más mínimo rigor académico. Por ejemplo, en algún momento, después de referirse a lo que denomina “la santísima trinidad” (i.e., el propio Guerra, Antonio Annino y Jaime Rodríguez), Granados proporciona una larga lista de los seguidores del trío mencionado.[22] En ese listado aparecen, entre otros, autores tan disímiles en su metodología, en sus temas de estudio, en sus enfoques y en sus intereses académicos como son Peter Guardino, Jaime del Arenal, Elías Palti y quien esto escribe (esta lista la completan Juan Ortiz Escamilla, José Antonio Serrano, Alfredo Ávila, Rafael Rojas y José María Portillo).

Ya encarrilado en su crítica a los historiadores que actualmente se ocupan de estudiar una o varias de las revoluciones hispánicas, Granados afirma que autores como Timothy Anna, Michael P. Costeloe y Brian Hamnett adoptan “posiciones análogas al culturalismo”.[23] Enseguida, afirma sin empacho alguno que La otra rebelión de Eric Van Young “puede leerse como una coda del célebre y desconcertante estudio de [William B.] Taylor” titulado Drinking, Homicide and Rebellion in Colonial Mexican Villages.[24] En suma, nos dice Granados un poco más adelante, “los nuevos historiadores del Estado mexicano” (sic) sólo nos preocupamos por “el liberalismo realmente existente” (¿cuál puede ser, me pregunto, ese liberalismo?) y, lo que supongo es más grave aún (y más inverosímil en mi opinión), pretendemos “remover a la insurgencia de la memoria colectiva”.[25] En la última parte de su artículo, Granados denuncia lo que para él es el pecado imperdonable de todos y cada uno de los autores mencionados: haberse olvidado de “esos miles de insurgentes de a pie, humildes, insignificantes” que con sus actos (“si no con sus palabras”) “hicieron mucho más por redefinir el paisaje social y cultural de Nueva España que los letrados de toda índole con sus proyectos constitucionales, sus referencias librescas, su sabiduría cosmopolita”.[26] El último párrafo del artículo en cuestión es un llamado a que los historiadores que estudian el periodo independentista novohispano se ocupen de “las insurrecciones hidalgueñas” (las mismas de las que la historiografía mexicana se ha ocupado durante décadas y décadas); después de todo, escribe Granados: “las rebeliones que comenzaron en 1810 fueron obra de gente no muy diferente de los mexicanos de hoy: miles de personas comunes y corrientes, más bien pobres, marginadas, con expectativas de vida poco alentadoras…”.[27] Las celebraciones de 2010, remata Granados en la última oración de su artículo, deben servir para que hagamos algo “—lo que sea, pero ideológicamente encarnado como hicieron los insurgentes— antes de que el país termine de desmoronarse”.[28]

En el contexto de un ensayo sobre el constitucionalismo y el liberalismo hispánicos durante el primer cuarto del siglo XIX, es imposible no hacer referencia a otro aspecto de la obra de Guerra que muestra también algunos flancos débiles. Me refiero al peso que le concede a los eventos, ideologías e ideas peninsulares en su interpretación de todo este periodo. En lo personal, tiendo a coincidir con él en cuanto al enorme peso que tuvo la metrópoli durante todos estos años y creo que la inserción de la historia metropolitana como un elemento privilegiado para entender los procesos emancipadores americanos es un notable acierto (que ha mostrado con creces su fertilidad historiográfica). Sin embargo, creo también que por momentos Guerra exagera el influjo de la Península o, por lo menos, lo extiende demasiado en el tiempo.[29] Pienso concretamente en el llamado “bienio crucial” (1808-1810). La influencia de los eventos, las ideologías y las ideas peninsulares en toda la América española durante estos dos años está fuera de duda; cabe, sin embargo, discutir sobre esta influencia en tierras americanas a partir de abril de 1810, cuando los caraqueños deciden desconocer a la Regencia. Por supuesto que los acontecimientos peninsulares siguieron siendo importantes para el desarrollo de la historia política americana más allá de 1810, pero Guerra a veces soslaya las causalidades internas y las inercias endógenas en cada uno de los territorios americanos. Estas causalidades y estas inercias fueron debilitando los factores peninsulares como determinantes de las ideas, las actitudes, las conductas y las acciones de los americanos que se sucedieron a partir de aquel momento.

En este sentido, la Constitución de Cádiz puede servir como un buen ejemplo. Pese a su importancia y trascendencia, la promulgación de la Constitución gaditana, que tuvo lugar el 19 de marzo de 1812, fue precedida en el tiempo por varios documentos constitucionales americanos.[30] En ellos, fueron plasmados muchos de los principios que harían célebre al texto gaditano. Paradójicamente entonces, la mayor trascendencia histórica de la Constitución de Cádiz habría que buscarla en un aspecto en el que fracasó: fue el único documento constitucional promulgado durante la “explosión” constitucional en el mundo hispánico que pretendía regir los destinos de toda la monarquía hispánica.[31] En cualquier caso, desde hace tiempo no pocos historiadores han señalado las limitaciones y deficiencias de la Constitución de Cádiz desde una perspectiva americana. Sobre todo en el sentido de que no representaba ningún cambio significativo respecto al imperialismo que siempre había caracterizado a la metrópoli.

John Lynch, por ejemplo, habla del “implacable imperialismo de los liberales españoles” y afirma que “ni los liberales ni los absolutistas tenían otra política para América que la rendición incondicional a la autoridad imperial”.[32] Timothy Anna, por su parte, afirma que “los liberales españoles eran no menos imperialistas que los absolutistas que formaban el Antiguo Régimen”.[33] Incluso un autor como Brian Hamnett, que a lo largo de su libro sobre el liberalismo y el realismo en México y el Perú reconoce en diversas ocasiones las ventajas que el sistema constitucional reportó a los criollos, parece compartir de alguna manera el enfoque que cuestionamos, cuando afirma que los liberales eran tan centralizadores como los ministros carloterceristas y que la “única” diferencia entre el liberalismo y Fernando VII era que para los liberales la clave del sistema político ya no era el monarca absoluto, sino la Constitución.[34] La manera de expresarse de estos autores obscurece las diferencias que había entre una visión personalista y absolutista del poder político, como la de Fernando VII, y otra que respondía a una nueva manera, radicalmente distinta, de concebir la política y lo político. Para esta nueva concepción, dicho poder no era monopolio de nadie. Este poder se legitimaba en última instancia en la nación (la cual elegía a sus representantes) y estaba limitado de distintas maneras; además, permitía la participación de sectores sociales relativamente amplios (muy amplios de acuerdo con la Constitución gaditana). Confundir la monarquía constitucional propuesta en Cádiz en 1812 con la monarquía absoluta que había existido en España hasta ese momento es casi un despropósito, el cual se deriva, básicamente en mi opinión, de un hecho que yo llamaría de realpolitik: la renuencia de los diputados peninsulares en las cortes gaditanas a ceder el control de las mismas para otorgárselo a los representantes de territorios que, durante casi trescientos años, habían sido colonias. ¿Cabe hacer un balance del constitucionalismo gaditano con base exclusivamente en esta renuencia? ¿Cabría esperar un comportamiento distinto por parte de dichos diputados? ¿La Constitución de 1812, tal como fue promulgada, no abría la puerta para que los cambios que buscaban los americanos fueran dándose de modo paulatino?

Los interrogantes que acabo de plantear no niegan que el liberalismo peninsular haya encontrado su límite más claro, en términos políticos, en su incapacidad para conceder a los americanos muchas de sus peticiones autonómicas, las cuales, dicho sea de paso, estaban basadas con frecuencia en los mismos principios que enarbolaban los líderes de la revolución liberal española. En términos doctrinales, queda claro que el punto que, más que ningún otro, evidenció los límites de dicha revolución es el artículo 12 del texto gaditano, que estipulaba que la religión de la nación española “es y será perpetuamente la católica, apostólica, romana, única verdadera” y que prohibía el ejercicio de cualquier otra. Ahora bien, las limitaciones mencionadas no bastan para negar el “primer liberalismo español”. Esta negación presupondría que existe un patrón ideal de lo que es el liberalismo (de cualquier época y en cualquier lugar). Un enfoque cuya esterilidad han puesto de manifiesto desde hace algunos años (para el mundo hispánico) tanto la historia conceptual como la historia de los lenguajes políticos. En todo caso, el debate sobre los límites del liberalismo y del constitucionalismo hispánicos sigue abierto.

Para ser aún más fructífero de lo que ha sido en los últimos años, este debate debe tomar en serio la historicidad de ambos (liberalismo y constitucionalismo): en el contexto hispánico del primer cuarto del siglo XIX, ambos representaron la punta de lanza ideológica e institucional en la lucha intelectual y política en contra del Antiguo Régimen. Ahora bien, este carácter revolucionario que poseen incontrovertiblemente tanto el liberalismo como el constitucionalismo, en el contexto mencionado, debe ser estudiado, en mi opinión, sin dejar de lado los objetivos que sus propios promotores se fijaron, sin perder de vista en qué medida fueron alcanzados estos objetivos, sin obviar los intereses socioeconómicos que estaban detrás de no pocos de sus planteamientos, sin olvidar las prácticas políticas y sociales que los acompañaron desde su surgimiento, sin exagerar su difusión o sus repercusiones sobre el conjunto de la sociedad que pretendían transformar y, por último, sin minimizar o soslayar el cúmulo de ambigüedades e indeterminaciones que caracterizaron a ambos desde el momento mismo en que hicieron su aparición en el escenario político del mundo hispánico.
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UNA ALTERNATIVA PARA EL MODELO GADITANO :
LA PRESENCIA DEL PENSAMIENTO CONSTITUCIONAL
ANGLOSAJÓN EN MÉXICO, 1821-1830[1]

Catherine Andrews


 

Las raíces e influencias gaditanas de las primeras discusiones constitucionales en México han sido ampliamente constatadas y estudiadas desde hace varias décadas. Con base en el estudio paradigmático de Nettie Lee Benson acerca de las Diputaciones Provinciales publicado en la década de 1950,[2] historiadores como Jaime E. Rodríguez O., por ejemplo, han rebatido la idea anteriormente popular de que el modelo principal para la Constitución Federal de 1824 fue la Carta estadounidense.[3] Los trabajos de Rodríguez y sus discípulos demuestran la continuidad y legado de la Constitución de Cádiz en la organización federal, así como la supervivencia de las ideas políticas liberales del periodo gaditano en el debate constitucional mexicano durante las primeras décadas de vida independiente.[4] A su vez, las investigaciones de Charles Hale y David Pantoja Morán evidencian la deuda doctrinaria de los constituyentes gaditanos y luego también de los mexicanos con el pensamiento político francés de la época de la Revolución, especialmente con los trabajos de Emmanuel Sieyès y Benjamin Constant.[5] Estos trabajos han ofrecido importantes e innovadoras aportaciones para el estudio de las ideas constitucionales decimonónicas; aunque, es importante señalar que el rastreo de las influencias no se puede limitar al mundo hispano y los autores franceses, pues se corre el riesgo de soslayar el papel de otras posiciones políticas en la forja de los proyectos constitucionales.[6]

La cuestión no es secundaria. Como demostraremos en este ensayo, se perfiló a lo largo de los primeros quince años de independencia una oposición importante al liberalismo gaditano y su arquitectura constitucional. Desde 1821, diversas voces cuestionaron tanto la división de poderes establecida en Cádiz como sus prácticas electorales. La principal queja de pensadores tan diversos como José María Luis Mora, Francisco Sánchez de Tagle y Lucas Alamán estaba dirigida contra lo que denominaban asambleísmo; es decir, la concentración de facultades en el Poder Legislativo y la falta de contenciones efectivas para los posibles excesos del mismo. Al igual que casi todos los opositores al liberalismo gaditano, aquellos hombres consideraban que esta situación derivaba de la adopción por parte de los diputados gaditanos de las ideas filosóficas jacobinas de la Revolución Francesa y el hecho de que la Constitución de Cádiz siguió la división de poderes creada en la Constitución de 1791. Por muchos años la historiografía ha seguido las interpretaciones de Lorenzo de Zavala, quien calificó a estos críticos como conservadores e incluso reaccionarios.[7] No obstante, una revisión minuciosa de las ideas propuestas por los oponentes al gaditanismo demuestra que dicha postura falta a la verdad. En realidad los proyectos que idearon estos políticos eran variantes del liberalismo, concretamente, de la versión desarrollada por los federalistas en Estados Unidos; al mismo tiempo favorecían una división de poderes más cercana al estilo norteamericano, o de la constitución equilibrada británica tan admirada por Montesquieu.

En las siguientes páginas, ilustraremos esta afirmación a través del estudio de algunos proyectos constitucionales que vieron la luz durante las primeras décadas de vida independiente en México y que explícitamente rechazaron el modelo gaditano. Examinaremos algunos documentos redactados en el periodo iturbidista —las convocatorias a elecciones al Congreso Constituyente en 1821, así como el proyecto de constitución que presentó José Antonio Valdés en 1822— y otros que fueron parte de las discusiones en torno a la reforma constitucional en la década que siguió a la Independencia, incluyendo una propuesta de Lucas Alamán. Para contextualizar la discusión iniciaremos con un análisis de la división de poderes anglosajona en sus vertientes británica y estadounidense.

EQUILIBRIO VS. PESOS Y CONTRAPESOS; O LOS DOS CONSTITUCIONALISMOS ANGLOSAJONES


El constitucionalismo inglés o británico generalmente se identifica con la forma de gobierno que elogió el barón de Montesquieu en su famoso tratado El espíritu de las leyes (1748).[8] Dicho modelo incluía los principios de la constitución mixta, provenientes del pensamiento republicano clásico,[9] mezclados con los de la tradición inglesa del gobierno equilibrado interpretados por Montesquieu a través de la lente de su teoría acerca de la separación de poderes. Los discípulos británicos más conocidos de Montesquieu fueron William Blackstone y William Paley, cuyos trabajos Commentaries on the Laws of England (1765-1769)[10] y Principals of Moral and Political Philosophy (1785),[11] respectivamente, se establecieron como textos de primera referencia acerca de la Constitución británica en el mundo angloparlante hasta la aparición del libro seminal de Walter Bagehot, The English Constitution en 1867. En el mundo francófono, Jean Louis de Lolme (1771),[12] interpretó y popularizó las teorías de Montesquieu para la generación revolucionaria.

En términos generales, por constitución mixta en la Gran Bretaña se entendía el ejercicio del gobierno compartido por los tres estados de la mancomunidad: rey, lores y comunes, divididos institucionalmente entre el monarca y las dos cámaras del Parlamento. De esta manera, se mezclaban las formas clásicas de gobierno: monarquía, aristocracia y democracia. A principios del siglo XVIII se desarrolló además la idea de que la división de facultades entre los diferentes estados garantizaba el buen gobierno porque impedía el dominio de uno de ellos. Según el célebre planteamiento de Henry Bolingbroke:



[C]onstituyen [los tres estados] una monarquía moderada […] por la división de poder y las facultades. Si una de las tres partes que compone el gobierno usurpa en cualquier momento más poder del que la ley le otorga, o abusa de su poder legal, las otras dos partes pueden unirse para usar su fuerza y mantener este Poder dentro de los límites debidos, o para corregir el abuso; incluso, si en algún momento dos de estas partes concurren para usurpar o abusar el poder, el peso de la tercera puede al menos retardar el mal dando tiempo para poder prevenirlo […] En una Constitución como la nuestra, el bienestar del todo depende del equilibrio entre sus partes.[13]



La división de funciones se basaba en la idea del “King-in-Parliament”, producto de las revoluciones del siglo XVII. Como explicaba John Locke en El Segundo Tratado de Gobierno (1689),[14] la soberanía “suprema” del reino se componía del rey con las cámaras del Parlamento. Según este concepto, ninguna de estas instancias podría ejercer por sí sola el Poder Legislativo ni el Ejecutivo: el monarca no tenía derecho a legislar de manera independiente, pero su aprobación era necesaria para crear la legislación. Al mismo tiempo, el Parlamento tenía la obligación de supervisar la ejecución de las leyes e impugnar su mala aplicación.[15] Dentro de este sistema, se consideraba al Poder Judicial como una de las atribuciones de la soberanía gubernativa dividida entre los diferentes estados; el rey nombraba a los jueces pero los más graduados tenían derecho a escaños en la Cámara de los Lores como law lords. Este órgano de representación funcionaba como suprema corte de justicia.[16]

En sus observaciones sobre la separación de poderes en la Constitución inglesa, Montesquieu pasó por alto la idea de la soberanía encarnada en el King-in-Parliament. En consecuencia, estableció una correlación entre Poder Ejecutivo/monarca y Poder Legislativo/Parlamento, de tal modo que en su obra la interpretación equilibrista de las funciones gubernativas compartidas se transformaron en atribuciones distintas distribuidas entre las tres ramas de gobierno.[17] Fue así como atribuyó la potestad de juzgar (la puissance de juger) a jueces autónomos en tribunales independientes y no al monarca ni al Parlamento, como habían hecho Locke y Bolingbroke.[18] De esta manera, Montesquieu concibió un Parlamento bicameral, formado por una asamblea de nobles (la Cámara de Lores) y otra de representantes de la población llana (la de los Comunes); cuya relación, según su muy citada frase, aseguraba la presencia de “los puntos de vista e intereses distintos” e impedía los excesos en que podría caer cada una, garantizando de esta forma su buen proceder. Asimismo, según él, el Poder Ejecutivo tenía la facultad de veto absoluto a los proyectos de ley del Legislativo, mientras que éste podía impugnar a los ministros si a su juicio se excedían en el ejercicio de sus funciones. Como es bien sabido, Montesquieu consideraba que esta distribución de roles entre los poderes garantizaba el buen gobierno y el respeto a la libertad en la Gran Bretaña.[19]

Blackstone reconcilió la versión de Montesquieu con la teoría británica del gobierno equilibrado al reintroducir la idea lockeana de la soberanía suprema del King-in-Parliament en la división propuesta por el francés. Para el jurista inglés: “en Inglaterra, [el] poder supremo está dividido en dos ramas: el legislativo, a saber, el parlamento, que incluye al Rey, Lores y Comunes; y Ejecutivo, encarnado solamente por el rey”.[20] De los dos poderes, el Legislativo es “la autoridad suprema y absoluta” que no admitía restricción por persona ni ley alguna.[21] Las diferentes funciones que realizan las tres partes constituyentes que nota Blackstone, por consiguiente, se transforman en propiedades internas del Poder Legislativo como representante máximo del gobierno del reino. En este sistema “todas las partes se controlan mutuamente” mediante una serie de “equilibrios”: que consisten —a juicio de Blackstone— principalmente en el poder real de veto absoluto sobre la legislación, así como la facultad del monarca para convocar y disolver el Parlamento contrastado con la facultad de las cámaras para crear la legislación.[22] En cambio, las otras facultades del rey, como por ejemplo, la autonomía para nombrar a sus ministros, jueces y dignatarios eclesiásticos se consideraban parte de su prerrogativa como Ejecutivo. Los controles constitucionales que nota Blackstone en este caso son: el derecho del Parlamento para impugnar a los ministros del rey y el derecho de los sujetos a llevar sus quejas privadas a las Cortes del rey (Chancery Courts, que presidía el Lord Chancellor en nombre del rey). En caso de abuso más severo, observaba además que existía el precedente judicial de 1689 que estableció el derecho del Parlamento a declarar el trono vacante en caso de que el rey rompiera el pacto original con sus vasallos al violar “las leyes fundamentales” y retirarse del reino.[23]

Según el politólogo moderno M. J. C. Vile, la gran contribución de Blackstone al desarrollo de la teoría de la separación de poderes fue la descripción de un poder judicial autónomo cuyos jueces no simplemente tenían la facultad de juzgar como en la versión de Montesquieu, sino que también gozaban de la facultad de establecer la futura interpretación de la ley mediante el establecimiento de precedentes, parte fundamental del derecho común consuetudinario británico. Para Blackstone, la fuerza de este poder funcionaba como el baluarte final que protegía “la libertad pública” contra los intentos tiránicos del poder supremo de usar la ley a su favor.[24] Finalmente, la autonomía del Poder Judicial estaba garantizada por el hecho de que los jueces eran vitalicios, a pesar de que el Poder Ejecutivo los nombraba en una primera instancia. Vile identifica aquí el vínculo entre Blackstone y la creación de un poder judicial independiente en Estados Unidos, así como los antecedentes del proceso de judicial review.[25]

Aunque De Lolme sigue a Blackstone en su descripción de la división de poderes de la Constitución británica, su enfoque era muy distinto. Si Blackstone quería insertar las ideas de Montesquieu en la tradición de la constitución equilibrada, De Lolme, en cambio, quería demostrar la superioridad del arreglo constitucional británico en comparación con “la forma de gobierno republicano y las demás monarquías europeas”, como rezaba el subtítulo del libro. Con este objetivo, en su análisis de la Constitución británica, a diferencia de Blackstone, no hace tanto hincapié en la impugnación y el derecho a queja como control a la prerrogativa real, aunque los señala en la sección que detalla los derechos del inglés.[26] En cambio, en su discusión de la prerrogativa real, demuestra que el rey —como Ejecutivo— poseía amplias prerrogativas al igual que sus contrapartes absolutos continentales, pero su incapacidad de generar sus propios recursos significaba que vivía “en un estado de verdadera dependencia”. De modo que:



El Rey de Inglaterra […] tiene la prerrogativa para comandar sus ejércitos y equipar sus armadas —pero sin el acuerdo del Parlamento, no puede mantenerlos. Puede repartir nombramientos y empleos —pero sin el Parlamento no puede pagar los salarios correspondientes. Puede declarar la guerra —pero sin el Parlamento no lo puede realizar.[27]



Es decir, De Lolme consideraba que los acuerdos codificados en el Bill of Rights de 1689 que explicitaban que el monarca no podía imponer contribuciones fiscales sin el acuerdo del Parlamento era una de las bases principales que regulaba la relación entre Ejecutivo y Legislativo, y la principal explicación de por qué la Gran Bretaña no había caído en el absolutismo de las monarquías absolutas.[28]

No obstante, y quizás un tanto paradójicamente, De Lolme también se interesaba en demostrar que el rey británico no era una figura tan impotente como se podría inferir de esta descripción. Centraba su explicación de la estabilidad gubernamental británica en la importancia del papel del monarca como centro indivisible e intocable de gobierno; cuyo trono era “la sede […] de todos los poderes activos del estado”.[29] Aclara que el mayor peso del rey no derivaba de sus prerrogativas formales, sino de su poder moral y el respeto que inspiraba en la población gracias a la “pompa [y] majestad” asociada con su posición.[30] Para De Lolme, la estabilidad del reino británico se anclaba en el rey como soberano, cuya supremacía garantizaba que todos los demás —”el rico plebeyo, el Representante del pueblo [y] el lor poderoso”— fueran sujetos a él: de modo que “solamente c[ontaba] con el escudo de las leyes para protegerse”; lo que les llevaba a “desear leyes equitativas” y a “respetarlas de manera exacta y puntual”.[31] De la misma manera, en la versión del genovés, la presencia del rey en el centro de gobierno era la garantía última de la constitución equilibrada —”un freno efectivo sobre las pretensiones” de las demás partes del gobierno— cuya existencia evitaba que el gobierno inglés corrompiera al estilo de las repúblicas antiguas, cayendo en manos del despotismo aristócrata o democrático.[32]

Para De Lolme, entonces, lo más laudable de la Constitución británica, como lo fue para Montesquieu e iba a ser para muchos otros, era que protegía la libertad de los británicos. La divergencia con el francés era la importancia que daba al rey en la salvaguardia del gobierno de la ley. En este punto es de remarcarse la similitud con la descripción que ofrece Benjamin Constant de la Constitución británica en su Principios de Política (1815) y Curso de política constitucional, y el papel que asignaba al “poder real para poner fin a toda lucha peligrosa y restablecer la armonía entre los demás poderes”.[33] Dicho esto, es importante tener en cuenta que la división de poderes que imaginaba Constant era muy distinta a la que presentaba De Lolme. A diferencia de los primeros admiradores de la Constitución británica, Constant reconocía que el Poder Ejecutivo de aquel país no residía de facto en manos del monarca sino de sus ministros. Esta observación lo llevó a elaborar una propuesta de gobierno particular basada —al igual que las presentaciones de Montesquieu y De Lolme— en el modelo de constitución que creía de la Gran Bretaña. De modo que Constant propuso una división cuadripartita entre un poder neutral (monarca); Ejecutivo (el gabinete); Legislativo; y Judicial. Según Constant, las facultades del rey para asegurar la armonía eran las siguientes:



Si la acción del poder ejecutivo resulta peligrosa, el rey destituye a los ministros. Si la de la Cámara hereditaria resulta funesta, el rey le da una tendencia nueva mediante la institución de nuevos pares. Si la cámara electiva se vislumbra amenazante, el rey hace uso de su veto, o se disuelve dicha Cámara. En fin, si la propia actividad del poder judicial es demasiado represiva […] el rey la modera mediante el ejercicio de su derecho de gracia.[34]



De nuevo, se trata casi de las mismas facultades que habían señalado tanto Montesquieu como Blackstone y De Lolme, es decir, Constant adoptó la idea del equilibrio pero añadió una novedad muy significativa: la desvinculación del rey del Poder Ejecutivo.[35]

Luego de la presentación de las diferentes versiones de la Constitución británica que circulaban en México durante las primeras décadas del siglo XIX, es importante subrayar que todos los pensadores aquí citados presentaron una versión del gobierno británico que no correspondía exactamente con los arreglos constitucionales vigentes a finales del siglo XVIII. En la versión de Montesquieu los cambios parecen haber sido más o menos delibrados;[36] en el caso de sus seguidores, el asunto no es tan claro. La Constitución británica era —y es— un organismo consuetudinario compuesto por una serie de documentos históricos (la Magna Carta de 1215, por ejemplo), leyes vigentes (en el siglo XVIII principalmente el Bill of Rights de 1689 y el Act of Settlement de 1701) cuyas previsiones se ciñen a diversas convenciones y acuerdos pactados durante la larga vida política británica. De modo que, en términos formales, el Bill of Rights de 1689 todavía estaba en rigor en el siglo XVIII, como lo está actualmente.[37] Las facultades que estos textos atribuyen al monarca y que los divulgadores del constitucionalismo británico señalaban como funciones activas (vetar de manera absoluta un proyecto legislativo; disolver y convocar al Parlamento a su gusto; nombrar libremente a los ministros, jueces y lores, así como la jerarquía eclesiástica; y, finalmente, declarar la guerra o conceder indultos) todavía residen en la reina Isabel. No obstante, de facto los pactos y convenciones formulados durante los siglos XVIII y XIX transfirieron paulatinamente su ejercicio a la figura del primer ministro, estableciendo de este modo las bases del sistema parlamentario actual. Es un hecho curioso como relevante que en 1707 haya sido la última vez que se ejerció el veto real en la Gran Bretaña.[38]

Los estudios acerca de los orígenes del modelo estadounidense dejan claro que las ideas acerca de la Constitución equilibrada inglesa jugaron un papel importante en los debates.[39] En uno de los análisis más completo de la polémica acerca de la estructura de la separación de poderes de 1787, Bernard Manin explica que se confrontaron al menos dos modelos distintos: la famosa idea de los pesos y contrapesos promovida por James Madison, Alexander Hamilton y John Jay en los Federalist Papers (traducido al español como El Federalista) y los menos conocidos y poco estudiados proyectos de los Antifederalistas.[40] De acuerdo con su exposición, los últimos basaron sus ideas en la tradición del gobierno equilibrado: favorecían —en general— un sistema en el que “para evitar abusos de poder, las diferentes instituciones de gobierno deberían ser capaces de resistirse activamente y servir mutuamente de contrapeso”, mientras que “los varios ramos de gobierno deberían representar fuentes sociales distintos”.[41] De modo que querían una constitución que delimitara clara y explícitamente los deberes de las instituciones gubernativas en todos los niveles para garantizar que toda la ciudadanía los comprendiera.[42] En la versión de los Federalistas se rechazó rotundamente la idea de que la sociedad —y menos el gobierno— se puede dividir en clases o estamentos distintos de modo que se “consideraba que cada ramo de gobierno era un agente del pueblo por igual,” y se argumentaba que una constitución basada en la delimitación creaba sólo “muros de pergamino” incapaces de resistir los abusos en que podrían caer los integrantes de los diferentes poderes.[43] Señalaron los ejemplos de las constituciones de Pensilvania y Virginia en donde la separación de poderes por funciones había terminado con la invasión imparable del Poder Legislativo del terreno de los demás, de manera que “arrastra[ba] precipitosamente todo el poder hacia su vórtice”.[44] Para evitar tal situación, proponían un sistema híbrido en el que la separación de funciones se fortaleciera mediante facultades asignadas a cada uno de los poderes para intervenir en la actuación del otro de manera directa.

De acuerdo a los Antifederalistas, esta innovación violaba la teoría de la separación de poderes, tal y como la había definido Montesquieu. En particular criticaban las facultades que los Federalistas proponían otorgar al Senado, pues desde su punto de vista, atribuía a los senadores funciones de los tres ramos de gobierno: era parte integral del Poder Legislativo, pero tenía prerrogativas tanto ejecutivas como judiciales, pues le correspondía aprobar los nombramientos del presidente para funcionarios federales y, al mismo tiempo, debía constituirse en tribunal para juzgar a los ministros impugnados en la cámara de representantes. En opinión de la minoría de la Convención de Pensilvania:



Tal combinación de poderes tan variados, extensivos e importantes en un cuerpo de hombres es inconsistente con toda libertad; el célebre Montesquieu nos dice que cuando los poderes legislativo y ejecutivo están unidos en la misma persona o junta de magistrados, no puede haber libertad.[45]



Otro opositor Antifederalista, el folletista Centinel, objetaba que la mezcla de funciones en los diferentes poderes solamente podría llevar a la corrupción, y citaba también a Montesquieu para demostrar que la mejor manera de evitar esta eventualidad era dividir claramente las funciones entre los poderes.[46]

El triunfo de los Federalistas significó que la Constitución de 1787 adoptara el sistema de pesos y contrapesos, ahora sinónimo de la organización estadounidense. Dentro de este arreglo, el Poder Ejecutivo tiene facultades amplias para nombrar y relevar funcionarios federales y a los integrantes de su gabinete, aunque, como hemos notado, el Senado debe aprobar estas designaciones. Si la vacante ocurriera durante un receso del Legislativo, el presidente podría hacer un nombramiento interino. Igualmente goza de un veto suspensivo sobre la legislación presentada por el Legislativo, aunque éste puede desecharlo en caso de tener una mayoría de dos tercios en ambas cámaras. No obstante, el Poder Ejecutivo no es unipersonal, sino que hay presidente y vicepresidente. El segundo preside la segunda cámara, y tiene el voto decisivo en caso de un empate. El Poder Legislativo también tiene el derecho de impugnar a todos los integrantes del Ejecutivo, incluyendo al titular (la impugnación se realiza en la Cámara de Representantes y el juicio sobre ella en el Senado). El Poder Ejecutivo nombra los jueces de la Suprema Corte de Justicia (previo acuerdo del Senado) y tiene la facultad de perdonar a los convictos por las cortes; mientras que el proceso de judicial review encarga a los jueces de la Suprema Corte la tarea de decidir en torno a la constitucionalidad o no de la legislación en caso de alguna queja.[47]

Al mismo tiempo, los Federalistas rechazaron la división de “intereses” entre democracia y aristocracia presentes en el Poder Legislativo, en favor de un republicanismo representativo en el que la fuente electoral de ambas cámaras es la población llana. La diferencia entre ambas residía en el hecho de que las circunscripciones de los escaños de la cámara baja se otorgaban de acuerdo con una tasa fija de población, mientras que los del Senado se distribuían entre los estados; dos a cada uno. Originalmente, la elección de los senadores era facultad de las legislaturas de los estados; pero en 1913 la Enmienda 17 estableció que fueran designados mediante el voto popular al igual que los representativos de la cámara baja. Esta división reflejaba la necesidad de conciliar y contrabalancear los intereses de los estados con los de la población en general. La adopción de una constitución general para toda la república en 1787 significó un recorte significativo de la autonomía política que los estados habían gozado hasta ese momento y los debates que más polémica generaron fueron los referentes a la atribución de la soberanía (estados vs. gobierno federal).

Para algunos Antifederalistas, esta solución a la división entre la Cámara de Representantes y el Senado parecía violar otro de los mandamientos de Montesquieu. El constituyente Patrick Henry declaró en un discurso del 9 de junio de 1787 que el arreglo significaba “que no hay frenos en este gobierno. El presidente, los senadores y los representantes todos son de elección popular”. Como consecuencia, argumentaba que la constitución solamente contaba con “frenos hechos en papel”, pesos muy poco efectivos comparados con los indicados por el filósofo francés fundados en “el amor propio”.[48] El publicista conocido como Federalist Farmer expresó esta crítica en enero del siguiente año:



Para generar pesos y contrapesos, la constitución propone dividir el legislativo en dos ramos; pero están conformados de tal manera que los integrantes de ambos serían el mismo tipo de hombre —hombres con intereses y opiniones similares, sentimientos y vínculos [compartidos] —hombres con igual posición en sociedad […] Senadores y representantes que reunidos en esta situación, como hombres, aunque se reúnan en dos salas para hacer leyes, deben estar gobernados por los mismos motivos y opiniones, de modo que perseguirán el mismo sistema político. Las divisiones entre ambas ramas serán únicamente las del edificio en el que se alojan[.][49]



Para contrarrestar este mal, el publicista sugería que la constitución asegurara que los requisitos para ser senador fueron tales que garantizaran que la segunda cámara funcionara como garante de la propiedad frente a la primera, es decir, “el ramo democrático” que garantizaría la libertad individual. Con el mismo argumento, endosaba la elección de los senadores por parte de las legislaturas de los estados, pues servirían para “preservar y perpetuar las soberanías respectivas que representan”.[50]

Para concluir esta sección, es necesario señalar que los federalistas conservaron del modelo británico un elemento en común importante para los fines de este estudio. Se trata del proceso electoral para designar a los representantes de la cámara baja. Tanto en el Reino Unido como en Estados Unidos, las elecciones de diputados fueron directas, aunque el derecho de votar quedó condicionado por requisitos pecuniarios que redujeron significativamente el número de electores en cada circunscripción.[51] Era un modelo bien distinto del adoptado en Francia, España y México en el siglo XIX donde las elecciones se organizaban en diferentes niveles (entre dos y cuatro por lo regular); en el primer nivel un sufragio masculino amplio designaba compromisarios o electores para pasar a juntas electorales de segundo nivel. En los subsiguientes niveles los electores nombraban a quienes debían pasar a la junta del siguiente nivel o designaban a los electos. Esta práctica significaba —y de manera mucho más obvia que la versión anglosajona— que los diputados eran escogidos por un grupo reducido de personas importantes.[52]

PRESENCIA DE LOS MODELOS ANGLOSAJONES EN MÉXICO (1821-1830)

La presencia de las ideas norteamericanas en México se ha comprobado desde hace varios años, aunque la investigación en este sentido no siempre ha recibido el interés que merece. Sabemos, por ejemplo, que al menos una edición de los Federalist Papers publicado en Filadelfia en 1818, se encontraba en la biblioteca particular del diputado constituyente José C. del Valle, y es de suponer que otros hubieran tenido los conocimientos del inglés para consultarlo. Puede que Gustavo R. Velasco tenga razón al sostener que no hubo ninguna traducción completa de esta obra en español hasta 1868, pero es posible —como afirmaba Jesús Reyes Heroles desde hace más de medio siglo— que algunos de los artículos sueltos de esta colección circularan en traducción en la década de 1820. Ciertamente, el análisis de Francisco A. Eissa-Barroso de los debates constituyentes de 1823-1824 deja muy claro que los diputados conocían muy de cerca tanto estos documentos como el texto constitucional de sus vecinos.[53] Igualmente, la investigación de Manuel Ferrer y Juan Roberto Luna demuestran fehacientemente las muchas similitudes y repeticiones entre los textos de las constituciones de 1787 y 1824.[54]

En cambio, no hay estudios acerca de la influencia de las ideas constitucionales británicas en México, por lo que en este apartado nos interesa demostrar que las ideas de Blackstone y De Lolme también fueron conocidas y comentadas. Aunque algunos políticos mexicanos, como Servando Teresa de Mier y Lucas Alamán pasaron tiempo en Gran Bretaña, donde tuvieron la oportunidad de leer y adquirir los principales tratados políticos de aquel país, es altamente probable que estos y otros políticos mexicanos de la época conocieran la Constitución británica a través de textos procedentes de España. Sabemos que en los círculos ilustrados del siglo XVIII se leía el Segundo Tratado de Gobierno de John Locke, quien, según Joaquín Varela Suanzes, era “el publicista británico más conocido”.[55] Asimismo, se ha demostrado que los trabajos de Montesquieu y William Blackstone fueron traducidos al español durante el último tercio del siglo XVIII, mientras que Le constitution d’Angleterre de De Lolme circulaba en España en francés e inglés para fines de este mismo siglo. Por otra parte, es evidente que las propuestas constitucionales que Gaspar Melchor de Jovellanos elaboró para el reino de España en 1810 derivaban de aquellas lecturas,[56] como demuestra su proyecto para convocar Cortes bicamerales divididas por estamentos.[57]

En el caso del México independiente, podemos señalar que desde finales del siglo XVIII circulaban algunos textos españoles sobre la historia inglesa en la Nueva España. Gabriel Torres Puga anota la presencia en 1792 del libro de Antonio de Capmany y Montpalau, Compendio cronológico de los soberanos de Europa.[58] Por otra parte, hay que notar que en 1821 las propuestas constitucionales de Jovellanos de 1809 se consideraron de utilidad para este momento histórico en México. Así lo sugiere el hecho de que el folleto que Jovellanos publicó al final de su vida para defender sus ideas y su participación en la Junta Central, fuera reeditado en Puebla en 1821.[59] En este texto están incluidos como apéndices los dictámenes, proyectos y exposición que como miembro de la Junta redactó a favor de la convocatoria de unas Cortes estamentales.[60] Como veremos, este texto ejerció cierta influencia en las ideas de la Regencia para el diseño de la convocatoria a elecciones para el Congreso Constituyente. En las mismas fechas, en el periódico El Sol, fundado por el español Manuel Cordoniu, se hacían alusiones a la historia de Inglaterra y a Locke y Montesquieu como si se supusiera que los lectores estaban al tanto de estos hechos y de las ideas de tales pensadores.[61]

A medida que pasaron los años, el flujo de libros procedentes de España y otros países europeos se incrementó. Para 1825, durante el debate en el Congreso General en torno a la manera en que debían nombrarse los jueces de la Suprema Corte de Justicia, El Sol publicó una parte del Libro seis del tratado de William Paley, Principals of Moral and Political Philosophy, en el que discute el sistema jurídico británico.[62] En este mismo año, las librerías de la Ciudad de México ofrecían libros como The History of England (por David Hume) y Les ouevres complètes de Montesquieu. En 1826, aparece en la lista de libros en venta Les oeuvres philosphiques, de Locke; Las tácticas de asambleas legislativas y Tratados de legislación civil y penal, de Jeremy Bentham; así como Le Constitution d’Angleterre, de Jean Louis de Lolme.[63] Por ese mismo tiempo, apareció en México la primera traducción del famoso tratado de Edmund Burke contra la Revolución Francesa.[64]
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